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I. ASISTENCIA

 

-Asistieron los siguientes señores Diputados: (107)

 

Acuña Cisternas, Mario

Aguiló Melo, Sergio

Alvarado Andrade, Claudio

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro

Allende Bussi, Isabel

Arancibia Calderón, Armando

Ascencio Mansilla, Gabriel

Ávila Contreras, Nelson

Aylwin Azócar, Andrés

Aylwin Oyarzún, Mariana

Balbontín Arteaga, Ignacio

Bartolucci Johnston, Francisco

Bayo Veloso, Francisco

Bombal Otaegui, Carlos

Caminondo Sáez, Carlos

Cantero Ojeda, Carlos
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Ceroni Fuentes, Guillermo

Coloma Correa, Juan Antonio

Correa De la Cerda, Sergio

Cristi Marfil, María Angélica

Chadwick Piñera, Andrés

De la Maza Maillet, Iván

Dupré Silva, Carlos

Elgueta Barrientos, Sergio

Elizalde Hevia, Ramón

Encina Moriamez, Francisco

Errázuriz Eguiguren, Maximiano

Escalona Medina, Camilo

Espina Otero, Alberto

Fantuzzi Hernández, Ángel

Ferrada Valenzuela, Luis Valentín

Fuentealba Vildósola, Renán

Gajardo Chacón, Rubén

Galilea Vidaurre, José Antonio

García García, René Manuel

García Ruminot, José

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

Girardi Lavín, Guido

González Rodríguez, José Luis

Hamuy Berr, Mario

Hernández Saffirio, Miguel

Huenchumilla Jaramillo, Francisco

Hurtado Ruiz-Tagle, José María

Jara Wolf, Octavio

Jocelyn-Holt Letelier, Tomás

Jürgensen Caesar, Harry

Karelovic Vrandecic, Vicente

Kuschel Silva, Carlos Ignacio

Latorre Carmona, Juan Carlos

Leay Morán, Cristián

León Ramírez, Roberto

Letelier Morel, Juan Pablo

Letelier Norambuena, Felipe

Longton Guerrero, Arturo

Longueira Montes, Pablo

Luksic Sandoval, Zarko

Makluf Campos, José

Martínez Ocamica, Gutenberg

Matthei Fornet, Evelyn

Melero Abaroa, Patricio

Montes Cisternas, Carlos

Morales Morales, Sergio

Moreira Barros, Iván

Munizaga Rodríguez, Eugenio

Muñoz Aburto, Pedro

Naranjo Ortiz, Jaime

Navarro Brain, Alejandro

Ojeda Uribe, Sergio

Ortiz Novoa, José Miguel

Palma Irarrázaval, Andrés

Palma Irarrázaval, Joaquín

Paya Mira, Darío

Pérez Lobos, Aníbal

Pérez Opazo, Ramón

Pérez Varela, Víctor

Pizarro Soto, Jorge

Pollarolo Villa, Fanny

Prokuriça Prokuriça, Baldo

Rebolledo Leyton, Romy

Reyes Alvarado, Víctor

Ribera Neumann, Teodoro

Rocha Manrique, Jaime

Rodríguez Cataldo, Claudio

Saa Díaz, María Antonieta

Sabag Castillo, Hosain

Salas De la Fuente, Edmundo

Seguel Molina, Rodolfo

Silva Ortiz, Exequiel

Solís Cabezas, Valentín

Sota Barros, Vicente

Taladriz García, Juan Enrique

Tohá González, Isidoro

Ulloa Aguillón, Jorge

Urrutia Ávila, Raúl

Urrutia Cárdenas, Salvador

Valcarce Medina, Carlos

Valenzuela Herrera, Felipe

Vargas Lyng, Alfonso

Venegas Rubio, Samuel

Viera-Gallo Quesney, José Antonio

Vilches Guzmán, Carlos

Villegas González, Erick

Villouta Concha, Edmundo

Walker Prieto, Ignacio

Wörner Tapia, Martita

Zambrano Opazo, Héctor

 

 

-Con permiso constitucional estuvieron ausentes los

Diputados señores Jaime Orpis y Eugenio Tuma.

 

-Asistieron, además, el Ministro de Educación, señor

Sergio Molina y el Ministro Secretario General de la

Presidencia, señor Genaro Arriagada.

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

 

-Se abrió la sesión a las 11.05 horas.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En el nombre

de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

 

 

III. ACTAS

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- El acta de

la sesión 10ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 11ª se encuentra a disposición de

los señores Diputados.

 

 

IV. CUENTA

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- El señor

Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

 

-El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da lectura a los

documentos recibidos en la Secretaría.

 

-o-

 

TRAMITACIÓN DE PROYECTO SOBRE ADMINISTRACIÓN DE LOS BIENES

DE SOCIEDAD CONYUGAL A COMISIÓN DE FAMILIA.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Silva.

 

El señor SILVA.- Señor Presidente, la presidenta de la

Comisión de Familia me ha pedido que, en su nombre,

solicite que el proyecto que aparece en el número 2 de la

Cuenta sea conocido por esa Comisión, puesto que en ella se

está tratando un proyecto similar.

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, ¿se refiere al relacionado con la administración

de los bienes de la sociedad conyugal?

 

El señor SILVA.- Así es, señor Presidente.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Si le parece

a la Sala, se accederá a lo solicitado por el Diputado

señor Silva.

Acordado.

 

PRÓRROGA DE PLAZO A COMISIONES UNIDAS DE AGRICULTURA Y DE

SALUD.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Las

Comisiones Unidas de Agricultura y de Salud solicitan el

acuerdo de la Sala para prorrogar, en 90 días, el plazo

para informar el proyecto relativo al mercado de los

agrotóxicos, en consideración a lo extenso del plan de

trabajo que tienen previsto realizar.

Si le parece a la Sala, así se procederá.

Acordado.

 

INTEGRACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL SOBRE SEGURIDAD CIUDADANA.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Solicito el

asentimiento de la Sala para integrar la Comisión Especial

sobre Seguridad Ciudadana con los Diputados señores Zarko

Luksic, Ignacio Balbontín, Andrés Palma, Aldo Cornejo,

Alberto Espina, Luis Valentín Ferrada, Teodoro Ribera,

Andrés Chadwick, Darío Paya, Carlos Montes, Jaime Naranjo,

señora Martita Wörner y señorita María Antonieta Saa.

Si le parece a la Sala, así se procederá.

Acordado.

 

-o-

 

 

V. ACUERDOS DE LOS COMITÉS

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- El señor

Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.

 

El señor LOYOLA (Secretario).- Reunidos los Comités

parlamentarios, bajo la presidencia del Diputado señor

Huenchumilla, adoptaron los siguientes acuerdos:

1. Considerar con tratamiento de Fácil Despacho el

proyecto que dicta normas sobre financiamiento de

programas de educación docente de instituciones

subvencionadas.

Para tal efecto, se dispondrá como máximo de sesenta

minutos, al término de los cuales se procederá a votar

dicha iniciativa.

2. En seguida, continuar la discusión del proyecto de

ley relativo a probidad administrativa aplicable a los

órganos de la administración del Estado y proceder a su

votación en la presente sesión, en el trámite en que se

encuentre.

3. Incorporar en la tabla de Fácil Despacho de la

sesión ordinaria de mañana, el proyecto que modifica el

Código del Trabajo para conceder los derechos que indica

a los padres trabajadores.

4. Facultar a la Mesa para fijar el día en que se

rendirá homenaje en memoria del ex Diputado y ex Senador

señor Rafael Agustín Gumucio.

5. Rendir homenaje a la comuna de Punta Arenas el

próximo martes 16 de julio, después del tratamiento de

los proyectos de acuerdo.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Seguel.

 

El señor SEGUEL.- Señor Presidente, quiero saber por

qué los Comités acordaron poner en la tabla de Fácil

Despacho de la sesión de mañana el proyecto signado con el

número 5 en la tabla del Orden del Día de hoy, lo que

significa que sólo podrán intervenir dos o tres oradores.

Los miembros de la Comisión de Trabajo no hemos sido

consultados sobre esta materia, y no me queda claro que los

parlamentarios que han trabajado en el proyecto acepten la

calificación de Fácil Despacho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, fue un acuerdo unánime adoptado por los Comités,

incluido el de su bancada.

Si fuera el único proyecto de la tabla de Fácil

Despacho, contaríamos con media hora para su despacho.

Tiene la palabra Su Señoría.

 

El señor SEGUEL.- Señor Presidente, acepto los

acuerdos de los Comités, como siempre lo he hecho, pero

solicito, si Su Señoría lo tiene a bien, que el tema sea

rediscutido por los Comités.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, este asunto puede plantearlo en la próxima

reunión de Comités.

 

 

VI. FÁCIL DESPACHO

 

FINANCIAMIENTO DE PROGRAMAS DE ADECUACIÓN DOCENTE PARA

INSTITUCIONES SUBVENCIONADAS. Primer trámite

constitucional.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En Fácil

Despacho, corresponde ocuparse del proyecto que modifica

las leyes Nºs 19.410 y 19.430, con el objeto de que las

instituciones subvencionadas puedan financiar sus programas

de adecuación docente.

Diputado informante de la Comisión de Educación,

Cultura, Deportes y Recreación es el señor Valenzuela, y de

la de Hacienda, el señor Ortiz.

Antecedentes:

-Mensaje del Ejecutivo, boletín Nº 1875-04, sesión

10ª, en 20 de junio de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Informes de las Comisiones de Educación, y de

Hacienda, sesión 14ª, en 9 de julio de 1996. Documentos de

la Cuenta Nºs. 6 y 7, respectivamente.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Valenzuela.

 

El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, el proyecto

modifica las leyes Nºs 19.410 y 19.430, con el objeto de

que las instituciones subvencionadas puedan financiar sus

programas de adecuación docente.

La iniciativa es muy especial. Fue elaborada sólo para

evitar que una eventual interpretación restrictiva deje sin

los beneficios de la ley Nº 19.410 a los profesores y

directivos docentes de las 55 corporaciones educacionales

del país.

Algunos pensábamos que bastaba la ley vigente para

otorgárselos a unos y a otros, en razón del inciso segundo

del artículo 19 de la ley Nº 19.070, sobre Estatuto de la

Profesión Docente, mencionado en el Nº 4 de los

antecedentes del informe, que establece que se entiende por

sector municipal a aquellos establecimientos que dependen

directamente de los departamentos de administración

educacional de cada municipio o de las corporaciones

educacionales creadas por éstos o los que, habiendo sido

municipales, son administrados por corporaciones privadas.

No obstante eso, el Ejecutivo, a través del Ministerio

de Educación, envió el proyecto con la sana intención de

evitar cualquier interpretación que prive de dichos

beneficios a los profesores de las corporaciones.

La Comisión aprobó por unanimidad la idea de legislar

y, en particular, los artículos 1º, 2º y 4º. El artículo 3º

fue aprobado por 8 votos a favor, 1 en contra y 4

abstenciones.

El primer antecedente del proyecto es la ley Nº

19.410, que se pretende modificar, cuyo artículo 7º

transitorio dispone que a contar de la vigencia de dicho

cuerpo legal y hasta el 28 de febrero de 1997, las

municipalidades o las corporaciones que administren

establecimientos educacionales del sector municipal podrán

poner término a sus relaciones laborales con los profesores

que presten servicios en ellas y reúnan los requisitos para

acogerse a jubilación o pensión, respecto del total de

horas que sirven, a requerimiento de cualquiera de las

partes.

El mismo beneficio lo establece el artículo

transitorio para quienes aún no tienen derecho a jubilar en

cualquier régimen previsional y que, en virtud de acuerdo

con su empleador en el período señalado, es decir, entre la

fecha de vigencia de la ley y el 28 de febrero de 1997,

dejen de pertenecer a la dotación docente. En este caso

tendrán derecho a percibir una indemnización por el tiempo

efectivamente servido en la municipalidad o en la

corporación, equivalente a un mes de su última remuneración

por cada año o fracción superior a seis meses, pero con un

tope de once meses, incrementada en 25 por ciento.

El proyecto también pretende modificar la ley N°

19.430 sobre presupuestos del sector público para 1996, en

la glosa 08 de la partida 09-20-01-25-31-002, que establece

el Fondo de Adecuación Docente y dispone que con cargo a

este fondo podrán anticiparse recursos a los municipios

para el pago de las indemnizaciones provenientes de los

artículos comentados de la ley mencionada.

La idea central del proyecto se orienta

fundamentalmente a modificar las leyes

N°s 19.410 y 19.430, con el objeto de hacer aplicable a los

profesionales de la educación que se desempeñan en las

corporaciones municipales, los mismos beneficios de la

jubilación especial y retiro anticipado que contemplan los

artículos 7° y 9° transitorios del primer cuerpo legal

citado, salvando así un vacío lamentable en que se habría

incurrido al dictárselo.

Por el artículo 1° se modifica el artículo 12

transitorio de la ley N° 19.410, para incorporar, como lo

hemos señalado, a las corporaciones municipales en este

beneficio.

Por el artículo 2° se efectúa similar modificación en

la glosa correspondiente al Fondo de Adecuación Docente de

la partida del Ministerio de Educación de la Ley de

Presupuestos, para incorporar, obviamente, a las

corporaciones.

Por el artículo 3° se complementan las disposiciones

anteriores para disponer que el monto máximo del anticipo

que podrán solicitar los municipios y corporaciones, con

cargo al Fondo de Adecuación Docente para pagar los

beneficios que se establecen, no podrá exceder del menor

gasto en remuneraciones que se produzca como efecto de los

retiros y jubilaciones a contar de la fecha de la firma de

los convenios entre las entidades mencionadas y el

Ministerio de Educación, y hasta 12 meses después, lapso

que será, a su vez, el máximo en que se podrán reintegrar

los recursos efectivamente anticipados.

Por el artículo 4° se permite adecuar al nuevo plazo

establecido en el artículo anterior, los convenios que ya

se hayan celebrado entre los municipios y el Ministerio de

Educación, para el solo efecto de determinar el monto

máximo del anticipo que se podrá solicitar y el plazo

máximo de reintegro de las cantidades que, en definitiva,

se adelante.

Dado que el proyecto es de fácil despacho, solamente

quiero señalar, para evitar la prolongación del debate, que

nada tiene que ver con aquel que reclaman en la actualidad

la Asociación de Municipalidades y el Colegio de Profesores

para otorgar estos beneficios a aquellos profesores que no

están en excedente, pero que cumplen las condiciones para

jubilar o retirarse anticipadamente.

Repito, el proyecto de ley otorga los beneficios que

se concedieron a los profesores de las municipalidades y a

las corporaciones, pero sobre la base y presupuesto de que

se beneficiarán sólo aquéllos que dejan el cargo para ser

suprimido de acuerdo a la adecuación docente que se está

planificando.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado informante de la Comisión de Hacienda.

 

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, hemos escuchado al

Diputado informante de la Comisión de Educación, señor

Valenzuela, terminar su informe con una situación que me

permitirá comenzar el mío: varios parlamentarios hemos

solicitado, desde hace bastante tiempo, un proyecto para

modificar la ley N° 19.410.

¿Por qué comienzo así? El proyecto en informe modifica

la ley N° 19.410, que introdujo modificaciones, a su vez,

al Estatuto de la Profesión Docente, y a la ley N° 19.430,

de Presupuestos de la Nación de 1996.

¿Por qué fue necesario presentar el proyecto? En

primer lugar, porque en el país existen cincuenta y tres

corporaciones educacionales, de las cuales cuarenta han

presentado sus programas para jubilación de profesores, de

acuerdo con los artículos 7º y 9º transitorios de la ley Nº

19.410.

Los veinte programas de corporaciones que se han

procesado inciden en 521 profesores que reúnen los

requisitos para impetrar una justa jubilación con la última

renta y, por lo menos, con 15 ó 16 meses de indemnización.

De los que quedan por procesar, lo lógico es que más

de mil profesores hagan uso de este justo beneficio, pero

la Contraloría General de la República considera que a

estas corporaciones no les correspondería el financiamiento

estatal para pagar las indemnizaciones.

Por eso, el proyecto permite, en primer lugar, dejar

en claro que tales beneficios corresponden a las

corporaciones educacionales, a las que ya se refiere el

artículo 19 de la ley Nº 19.070, Estatuto de la Profesión

Docente; en segundo lugar, adecuar el plazo para el cálculo

y pago del anticipo de las subvenciones educacionales antes

mencionadas, para compatibilizarlas con la aplicación del

programa de adecuación docente.

Al respecto, es bueno dejar establecido, para la

historia de la ley, que se equivocaron los colegas

parlamentarios que expresaron que este Gobierno de la

Concertación iba a exonerar entre 20 mil y 25 mil

profesores. Nos interesa el tema y le hemos dedicado muchas

horas. Por eso, podemos expresar que el Fondo de Adecuación

Docente se estableció para profesores "excedentes", porque

no ejercían frente al aula o desempeñaban un cargo concreto

y específico de directivo docente en bibliotecas, como

inspectores de patio o en labores administrativas.

No eran 20 mil o 25 mil, sino alrededor de 6 mil los

que tendrían requisitos para jubilar en el tiempo acotado,

que es el 28 de febrero del próximo año. De ellos, se

calcula que 3.500 podrán acogerse a la ley Nº 19.410 para

jubilar, en razón de sus artículos 7º y 9º transitorios.

Dos mil quinientos no lo podrán hacer porque se consideró

que eran imprescindibles, es decir, que ni sus horas ni sus

cargos desaparecían.

El proyecto que mencionó el Diputado señor Valenzuela

y que solicitamos varios parlamentarios, según anunció la

semana pasada en la Comisión de Educación el Ministro del

ramo, don Sergio Molina, ingresaría en el curso del mes de

julio al Parlamento, para hacer justicia a esos 2.500

profesores.

Como debemos avanzar y me corresponde rendir el

informe de la Comisión de Hacienda, debo expresar, en

primer lugar, que la Comisión técnica de Educación

consideró que todos los artículos debían ser analizados por

nosotros. Tres fueron aprobados por unanimidad, como dije

anteriormente, y uno con dos abstenciones; el 3º, lo quiero

explicitar.

El artículo 3º preceptúa que el monto máximo del

anticipo que podrán solicitar los municipios y

corporaciones con cargo al Fondo de Adecuación Docente,

para pagar los beneficios que se establecen, no podrá

exceder del menor gasto en remuneraciones que se produzca,

como efecto de los retiros y jubilaciones, a contar desde

la fecha de la firma de los convenios entre las entidades

mencionadas y el Ministerio de Educación, y hasta 12 meses

después, lapso que será, a su vez, el máximo en que se

podrán reintegrar los recursos efectivamente anticipados.

Esto está directamente relacionado con el artículo 1º,

que establece que las corporaciones también estarán afectas

al Fondo de Adecuación Docente.

Además, el contenido del artículo 2º, que aparece en

el informe de la Comisión de Educación, corresponde

enteramente a Hacienda, y dice: "Intercálase en el inciso

primero de la glosa 08, de la partida 09-20-01-25-31-002,

de la ley Nº 19.430 -ley de Presupuestos de la Nación-,

entre las expresiones "municipalidades" y "para", la

siguiente frase: "y las Corporaciones a que se refiere el

artículo 19 de la ley Nº 19.070"."

¿En qué consiste esta partida? En la Ley de

Presupuestos para este año, está el ítem 002, referido a la

subvención de escolaridad, que corresponde a la glosa 08,

que dice: "Con cargo a esta asignación se podrá anticipar

recursos a las municipalidades, para pagar las

indemnizaciones que correspondan por la aplicación de los

artículos 7º y 9º, de la ley Nº 19.410 -que modificó el

Estatuto Docente-. El monto del anticipo como máximo podrá

alcanzar al menor gasto en remuneraciones que se produzca

en el año 1996, por aplicación del Programa de Adecuación

Docente.

"El reintegro del total de los recursos anticipados se

hará en cuotas mensuales, iguales y sucesivas, que se

descontarán del pago de la subvención de escolaridad,

durante los meses que resten del año 1996.

"Mediante resolución del Ministerio de Educación,

visado por el Ministerio de Hacienda, se determinarán los

montos de dichos anticipos y las cuotas mensuales de

descuento de la Subvención de Escolaridad, de las

municipalidades que correspondan."

Es decir, se hace uso de un Ítem y de una glosa de la

Ley de Presupuestos.

En consecuencia, en nombre de la Comisión de Hacienda,

debo destacar la importancia de que se apruebe este

proyecto, a fin de que puedan acceder a este beneficio más

de mil profesores que pertenecen a corporaciones

educacionales. Ello significa, además, que los convenios

firmados con municipalidades -que ya hicieron jubilar a sus

profesores- se puedan pagar en un plazo de 12 meses, desde

el instante en que esta iniciativa sea ley de la República.

Por lo tanto, en nombre de la Comisión de Hacienda,

solicito la aprobación de esta iniciativa.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Víctor Pérez.

 

El señor PÉREZ (don Víctor).- Señor Presidente, tal

como lo manifestamos con el Diputado señor Ulloa en la

Comisión de Educación, estamos frente a un tema mucho más

global, que no ha sido resuelto adecuadamente.

Las intervenciones de los Diputados informantes de las

Comisiones de Educación, y de Hacienda, dan cuenta de que

existen otros problemas que no han sido solucionados

adecuadamente y que, de una u otra forma, hoy están

generando ciertos conflictos al interior de las

municipalidades.

Se podría hacer un pequeño recuento de las

dificultades que la ley original, la

Nº 19.410, tiene en este tema. En primer lugar, la no

inclusión de las corporaciones municipales que, sin duda,

fue una omisión del proyecto de ley original y que ahora se

intenta salvar. Pero ésa es sólo una de las dificultades.

El segundo y gran problema que tiene la ley Nº 19.410

-y que este proyecto no resuelve- es quién paga la

indemnización de los profesores que abandonan la

municipalidad.

Los Poderes Ejecutivo y Legislativo en conjunto, son

los que determinan una indemnización especial para aquellos

profesores que reúnen todos los requisitos y jubilan; pero,

¿quién la paga?

En definitiva y en la práctica -esta iniciativa no lo

resuelve, sino que, a mi juicio, lo agudiza-, los

municipios son los que, en mayor medida, deben afrontar el

gasto de esta determinación que hace el Estado.

Ello demuestra una vez más cómo el Congreso Nacional y

el Gobierno le entregan nuevas cargas a los municipios sin

que se les proporcionen los recursos necesarios para

cumplirlas, lo que resulta injusto y ha llevado a que

muchas municipalidades hayan decidido que en sus plantas

docentes no existan excedentes, fórmula de carácter

administrativo que ha impedido que un número significativo

de profesores pueda acceder a los beneficios especiales que

determina la legislación.

Un tercer problema que tampoco se resuelve es que no

se señala claramente quién tiene derecho a la jubilación.

Este es un tema de fondo, de seguridad social, porque sólo

puede impetrarlo la persona titular del beneficio. Siempre

ha sido así, hasta en los peores momentos; tiene derecho

quien ejerce la acción y toma la decisión de jubilar. En la

ley Nº 19.410 quedó de una manera ambigua, en el sentido de

que debía ser o el profesor o el alcalde. En la práctica,

esto ha tenido que ser una decisión conjunta del profesor y

del alcalde. Ello, necesariamente, ha llevado a que este

beneficio sea extraordinariamente restrictivo, lo que ha

ocasionado conflictos por diferencias entre los profesores

y el municipio y, a su vez, una frustración muy fuerte en

el gremio de los docentes. Por ejemplo, hoy un profesor no

podría determinar, aunque manifieste por escrito su

decisión de jubilar, someterse o pedir que se le aplique

una de las disposiciones transitorias de la ley

Nº 19.410, porque si se le da la posibilidad de jubilar,

pierde el derecho a recibir esta indemnización de carácter

especial.

Lo peor es que se nos ha anunciado que en algunos días

más -no sabemos cuándo-, se enviará otro proyecto que, por

lo menos, va a tratar de resolver uno de estos problemas

que he enunciado, en el sentido de que el profesor que

reúna los requisitos para jubilar podrá impetrar ese

derecho. Pero, nuevamente no resuelve el problema de quién

paga. El Ministro de Educación manifestó en la Comisión de

Educación que el costo del beneficio de la indemnización

nuevamente será de cargo de las municipalidades.

Creo que, lamentablemente, estamos repitiendo esa mala

experiencia del pasado al no resolver en forma adecuada el

tema de fondo, tal como lo planteamos en la discusión de la

ley Nº 19.410.

Por eso, nos vemos ante la situación de que, dictada

una ley, tiene que venir otra para tratar de enmendar

alguno de los problemas, y ahora ya se nos anuncia una

tercera para corregir otras situaciones. Por desgracia, no

todas las dificultades de esta legislación, sin duda

imperfecta, se resuelven en forma adecuada.

De una u otra manera nos encontramos ante un callejón

sin salida en cuanto a cómo votar este proyecto de ley, que

resuelve el tema de las corporaciones municipales, y no los

otros dos. Ante ello, a uno sólo le queda dejar constancia

de la discrepancia y molestia por el modo de abordar estos

temas y votarlo a favor, para no seguir dilatando las

dificultades que hoy enfrentan las corporaciones

municipales, y que, tal como me ha expresado el Diputado de

la UDI don Claudio Alvarado, en el distrito de Chiloé, por

ejemplo, el 90 por ciento de los profesores está vinculado

a corporaciones.

Ésa es la razón que nos lleva a anunciar, tal como lo

hicimos en la Comisión de Educación con el Diputado señor

Ulloa, nuestro voto favorable al proyecto, pero dejando

expresa constancia de que, con ello, otra vez le estamos

cargando a las municipalidades el costo de una medida

tomada por el Gobierno y el Parlamento.

En segundo lugar, a través de la ley

Nº 19.410 y de esta iniciativa, nuevamente el profesor que

reúne todos los requisitos para jubilar, por sí solo no

puede impetrar el derecho a hacerlo para recibir esta

indemnización, lo que, sin duda, se aparta de la línea de

la seguridad social de nuestro país, en el sentido de que

el que tiene el derecho a jubilar es el que asume la

decisión de tomarla.

Señor Presidente, con su venia, concedo una

interrupción al Diputado señor Valenzuela.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, le queda un minuto de sus dos discursos.

Puede hacer uso de la interrupción el Diputado señor

Valenzuela.

 

El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, sólo para

aclarar al Diputado señor Víctor Pérez que el proyecto no

le quita al trabajador la atribución exclusiva para decidir

en forma unilateral su jubilación -se mantiene-, pero

requiere del acuerdo del empleador para conseguir la

indemnización. Es decir, está ligado a la indemnización,

pero no a la jubilación. No podría ser de otra manera de

acuerdo con la jurisprudencia reiterada de los organismos

de previsión.

En segundo término, este proyecto

-repito- viene a normalizar una situación anterior; no hay

ideas matrices nuevas, y está financiado con un préstamo

para facilitar la adecuación de la excesiva dotación

docente que se consideró. No es una carga para los

municipios; al contrario. Posibilita a los profesores

excedentes extenderse en virtud del estímulo que tienen

éstos para percibir una indemnización especial y sólo por

un período determinado.

He dicho.

 

El señor PÉREZ (don Víctor).- Señor Presidente, sólo

quiero decir que estamos frente a una iniciativa que

establece una indemnización especial a la que el profesor

no puede acceder por su sola voluntad, como lo acaba de

confirmar el Diputado señor Valenzuela.

Respecto del anticipo, de una u otra manera, significa

recursos de la municipalidad y no recursos especiales del

Estado, como se determinó durante el debate general y

particular de la ley Nº 19.410.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Para los

efectos de que puedan intervenir los señores Diputados

inscritos, solicito a Sus Señorías que sean breves, ya que

sólo se dispone de una hora para el debate de este

proyecto.

Tiene la palabra el Ministro de Educación.

 

El señor MOLINA (Ministro de Educación).- Señor

Presidente, sólo para recordar el origen y la razón de la

ley Nº 19.410.

Cuando se dictó, se dijo que había profesores en

exceso. Se entregaron cifras -tanto en la Cámara como en el

Senado- que jamás avalé, pero que, en todo caso, daban la

impresión de que había muchos profesores excedentes y horas

de clases que se podían suprimir. En función de eso, en la

Cámara y en el Senado se planteó la posibilidad de que los

profesores jubilaran con la reducción correspondiente a las

horas que dejaban y, finalmente, se autorizó a los alcaldes

para que hicieran efectivo ese derecho de jubilación e

indemnización. La jubilación jamás puede ser detenida, pero

sí la indemnización especial.

Muchos alcaldes han hecho presente que la reducción de

horas de clases dejaría en situación imposible de manejar a

una o varias escuelas de sus respectivas comunas y, por lo

tanto, se oponían a que los profesores ejercieran el

derecho de indemnización especial. Ésa fue la razón de

fondo que se tuvo en la Cámara y en el Senado para que

coincidiera la voluntad de ambas partes. Fue perfectamente

consciente, porque el propósito era reducir las horas y,

como consecuencia, dar un beneficio especial.

Situación distinta es la que se plantea en un proyecto

cuyo envío solicitaron el Colegio de Profesores y las

municipalidades. Piensan que es conveniente para ambos que

los profesores con requisitos cumplidos puedan retirarse

también con una indemnización especial, sin reducción de

horas. El Instituto de Normalización Previsional indica que

hay alrededor de seis mil profesores en esa condición, de

los cuales, con la actual ley podrían salir alrededor de

tres mil quinientos, y con la nueva, dos mil quinientos

más. Pero fue petición de ellos, en el sentido de que era

una condición distinta de la que dio origen a los artículos

de la ley Nº 19.410, que comentamos. Su petición se

acompañó de la propuesta en cuanto a que, como se

produciría una reducción en el gasto por la disminución de

personas con ingresos más altos -por sus bienios-, estarían

en condiciones de financiar la indemnización especial,

siempre que el Estado les diera un anticipo y el plazo

suficiente para pagarlo con cargo a los ahorros en su

presupuesto.

Ése es el origen del otro proyecto que todavía no ha

llegado al Congreso y que yo, a petición de los profesores

y de las municipalidades, he comprometido su envío.

Ésa es la historia exacta de la ley

Nº 19.410, en relación con las jubilaciones e

indemnizaciones.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Carlos Montes.

 

El señor MONTES.- Señor Presidente, votaremos

favorablemente en general y en particular el proyecto que,

como ha dicho el Ministro, y los Diputados informantes,

corrige un problema formal que surgió en la Comisión Mixta,

en altas horas de la madrugada, al discutir un artículo

transitorio -que fue rechazado- relativo a que el aporte

del Fondo de Adecuación Docente tuviera un límite, lo cual

motivó un cambio de redacción. Finalmente, no se hizo

mención a las corporaciones y, por consiguiente, la

Contraloría estimó que no podían transferirse fondos a

aquéllas. Éste es un problema formal que ni siquiera

implica un costo adicional, porque ya está incluido en el

del proyecto anterior.

Sin embargo, de ese problema formal, de este proyecto

obligado por la interpretación de la Contraloría de una

disposición de la ley Nº 19.410 -por cuanto todo el resto,

cuando menciona a los profesores, hace referencia a los que

trabajan en colegios dependientes de los departamentos de

administración de educación municipal y en los

administrados por corporaciones-, surgen, a mi juicio, dos

temas.

En primer lugar, si las corporaciones no representan

una instancia del municipio para administrar la educación

municipal, ¿qué son, entonces? ¿Por qué el municipio no

puede transferir recursos que recibe del gobierno central

directamente a este ente que se creó para administrar la

educación a nivel municipal?

La ambigüedad jurídica que hay respecto de las

corporaciones lleva a todo tipo de distorsiones, entre

otras, aquélla que obliga a establecer una disposición

distinta para la transferencia de recursos al municipio y

para la transferencia de recursos a dicho ente jurídico. Me

parece que las corporaciones son efectivamente una ficción

jurídica. No son una instancia en el sentido de que el

municipio se asocia con otros entes a fin de generar reales

mecanismos de participación de la comunidad, de control de

la gestión y del uso de los recursos. Aquí hay vacíos

tremendamente grandes.

En la reforma municipal debemos asumir este problema.

No podemos hablar de un proyecto de ley sobre modernización

de la gestión de los municipios si no superamos esta

situación. Hoy, por decisión del Tribunal Constitucional,

no se han podido crear nuevas corporaciones, o sea, no se

ha podido ampliar esta ficción jurídica que hoy tenemos en

53 municipios del país. Debemos dotar a los municipios de

un conjunto de otros instrumentos jurídicos para gestionar

los servicios. Hay legislaciones, como la española, que

contempla ocho instrumentos jurídicos distintos, algunos

para gestión directa y otros para gestión asociada, con

entes jurídicos o con personas.

Está claro que los Daem presentan también serias

limitaciones, inflexibilidades y rigideces en su forma de

administración. Por lo tanto, si las corporaciones no

tienen un status jurídico claro y los Daem tienen otras

dificultades, debemos asumir el problema de cómo se

gestionan los servicios, en particular a nivel comunal, de

manera más transparente, con controles públicos, con

participación de la comunidad, incluso de los concejales,

porque en muchas corporaciones ni siquiera ellos pueden

tenerla.

Éste es el primer tema que quiero dejar planteado,

porque esta semana o, a más tardar, la próxima, vamos a

discutir la reforma municipal, y éste es un eje fundamental

de ella que no puede quedar fuera.

En segundo lugar, surge el tema de las jubilaciones.

El señor Ministro lo ha planteado muy bien. Aquí hay un

problema de concepto del proyecto de modificación del

estatuto docente, de 1994, cuya lógica inicial

-modificada en el camino- fue que había un excedente de

profesores y se requerían mecanismos de ajuste para

solucionarlo, porque provocaba déficit en los municipios y

problemas para la administración de la educación.

Ese enfoque inicial se fue matizando a través de

distintas vías. Pero, en lo que se refiere a profesores en

condiciones de jubilar, quedó una norma que no compartimos

-que algunos votamos en contra- y que se limitaba sólo a

aquellos profesores de comunas donde se consideraba que

había excedente. Por lo tanto, si un profesor jubilaba, no

se llenaba ese cupo. Eso no fue suficientemente claro.

Muchos profesores se hicieron expectativas de poder jubilar

al fin, y hasta la fecha no lo han logrado, porque esa

legislación está acotada sólo a una parte de ellos.

Quiero, simplemente, repetir lo dicho por el señor

Ministro, en cuanto a que existe voluntad de ir más allá de

este conjunto de personas, porque, sobre todo, entraron a

trabajar en otras condiciones, con otras reglas del juego.

Ellos jubilaban después de años de ejercer la profesión. En

el caso de la educación pública, 30 años; en la particular,

35 años. De la noche a la mañana, en 1978, les cambian las

reglas del juego y hay muchos profesores de avanzada edad

que no están en condiciones de desempeñarse como tales y de

entregar todo su aporte a la educación, sin perjuicio de

que se merecen plenamente el descanso.

Es importante abordar, cuanto antes, globalmente el

problema, porque la interpretación que se hizo generó

distorsiones. En el caso de la comuna de La Florida, hubo

profesores despedidos que reunían todos los requisitos para

acogerse al beneficio, pero allí no se consideró que

posteriormente no se podía llenar el cupo, lo que afectó

los distintos ambientes de trabajo y rendimiento.

Creo que en una educación que quiere modernizarse es

fundamental que las personas mayores, los profesores que

han entregado una vida a la docencia, puedan tener

realmente una alternativa de jubilar como la que aquí se

presenta.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Errázuriz.

 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, Renovación

Nacional votará favorablemente el proyecto que, en la

práctica, llena un vacío en lo que se refiere a las

corporaciones que no aparecían mencionadas y con lo cual

quedaban en una situación absolutamente desmejorada.

En todo caso, deseo expresar mis aprensiones respecto

del artículo 3º -aunque también lo vamos a aprobar

conjuntamente con el resto del articulado, porque de otra

manera el proyecto quedaría incompleto-, en el sentido de

que el anticipo que se considera puede generar una

distorsión, porque, en realidad, los municipios no estarían

pidiendo fondos extraordinarios, sino que endeudándose en

forma obligada, situación que no parece estar en el

espíritu del legislador.

Quiero asimismo tocar el punto a que ha hecho

referencia el Diputado señor Carlos Montes.

Como las corporaciones tienen personalidad jurídica,

los recursos que se entreguen a los municipios -a menos que

se mencione expresamente que también van a las

corporaciones, como sucede en este proyecto de ley-, no

pueden destinarse a ellas en forma automática, porque son

entes jurídicos diversos. Por lo demás, tengo también mis

dudas respecto del funcionamiento de las corporaciones

municipales que administran la educación, la salud y la

atención de menores. Quizás los Daem tengan limitaciones,

pero mi impresión es que es mucho más sólida o estable la

situación de sus funcionarios que la de aquéllos de las

corporaciones.

Por último, tengo mis aprensiones sobre la situación

de los profesores que para jubilar requieren del acuerdo

del municipio. Como se ha señalado, puede que un profesor

que no esté en condiciones de seguir trabajando, no cuente

con el visto bueno de la municipalidad para poder jubilar.

En el proyecto de modificación de la ley de

municipalidades -tengo entendido que se encuentra en la

Comisión de Hacienda y que debe llegar pronto a la Sala- se

establece la necesidad de que todo gasto de las

municipalidades debe estar financiado, porque nos hemos

acostumbrado a imponer a las municipalidades el pago de

ciertos gastos, de subsidios, de remuneraciones, de

jubilaciones y otros, que no están debidamente financiados,

y eso va produciendo déficit. Si, por ejemplo, hoy pedimos

conocer la situación de las corporaciones de educación y

salud administradas directamente por las municipalidades,

nos daremos cuenta de que cada día los municipios tienen

menos recursos para invertir en obras de desarrollo local,

porque son más los que requieren para subvencionar la

educación y la salud.

Cuando se traspasó a las municipalidades la

administración de la educación y de la salud, en ese

momento ellas quedaron con un importante remanente mensual.

Recuerdo, por ejemplo, que la de Punta Arenas quedó con 3

millones de pesos -estoy hablando de hace más de diez años-

, y la de Santiago, con l5 millones. Sin embargo, cada día

se fueron reduciendo los presupuestos y las asignaciones a

los municipios, los que cada día debieron ir aportando más

para financiar la educación y la salud, y ése no fue el

espíritu del legislador.

En todo caso, a pesar de nuestras aprensiones respecto

del artículo 3º, Renovación Nacional votará favorablemente

el proyecto.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Villouta.

 

El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, para todos es

evidente que era necesaria una ley aclaratoria para hacer

más expedita la jubilación y el retiro de los profesores,

de los docentes, en general.

En esta oportunidad, quiero referirme una vez al

exceso de gastos que existe en el área de la educación en

la mayoría de los municipios. Todos sabemos que una empresa

o una institución, en algún momento, debe pagar a los

funcionarios que se retiran una indemnización por años de

servicio. Lamentablemente, muy pocos alcaldes se han

preocupado de mantener excedentes en la cuenta de educación

para que, en el momento en que los profesores jubilen, se

les entreguen las indemnizaciones a que tienen derecho.

En las entrevistas que hemos tenido en la Comisión de

Educación durante los últimos seis años con diversas

personas que han concurrido a ella, ha quedado de

manifiesto, en más de una oportunidad, que el personal que

trabaja en el área de la educación es excesivo. Aparte de

eso, en particular en el caso de los Daem, los sueldos de

los funcionarios son altísimos, pues no guardan relación

con los que recibían cuando existía la oficina de

presupuestos del Ministerio de Educación en las direcciones

provinciales de educación ni con las necesidades reales, de

manera que la gestión municipal no es satisfactoria en lo

relativo a la educación, lo que genera un alto costo que la

subvención no alcanza a cubrir.

Por lo tanto, con ocasión de la discusión de este

proyecto, quiero hacer resaltar la necesidad de exigir a

los alcaldes una mejor gestión en los departamentos de

educación. Por otra parte, a propósito de la publicación de

la ley -seguramente esta semana- que beneficia a los no

docentes, he conocido varios casos de personas que trabajan

como carpinteros y gasfíteres, que nominalmente deberían

figurar como no docentes, pero que han sido traspasados a

la planta normal de los municipios, porque cumplen

funciones no sólo para los departamentos de educación

-parchando muebles, arreglando llaves, etcétera-, sino que

también realizan trabajos ordinarios en los diversos

servicios municipales. La mayoría de los municipios cargan

estos gastos al departamento de educación, y allí radica el

problema.

Ahora bien, debemos aclarar que la indemnización que

se entrega está mejorada en 25 por ciento, lo que

representa, en promedio, un beneficio extra para cada

funcionario o docente que jubile de aproximadamente tres

meses de sueldo que en condiciones normales no habrían

recibido. Precisamente, el Gobierno está financiando esa

parte al entregar entre 30 y 50 por ciento de fondos

fiscales sin reintegro. Incluso el caso es más notorio si

pensamos que hay municipios que han pagado estas

indemnizaciones con sus propios fondos, sin necesidad de

pedir dinero prestado a cuenta de futuras subvenciones, y

han seguido adelante con su trabajo sin desmedro alguno, lo

que demuestra que debemos mejorar la gestión municipal.

Por lo tanto, la bancada democratacristiana votará a

favor del proyecto, por concordar plenamente con su

contenido.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Restan doce

minutos del tiempo correspondiente a Fácil Despacho, y aún

quedan sin intervenir dos Diputados inscritos.

 

Tiene la palabra el Diputado señor Claudio Alvarado.

 

El señor ALVARADO.- Señor Presidente, junto con

compartir las inquietudes y aprensiones del Diputado señor

Víctor Pérez respecto de la carga financiera que genera a

todos los municipios este tipo de iniciativas, quiero hacer

presente que el proyecto en discusión es altamente positivo

para las provincias de Chiloé y Palena, que represento. Y

lo es por una razón muy simple.

Particularmente en Chiloé, nueve de los diez

municipios administran la educación a través de

corporaciones de derecho privado, cuyo origen se debió a

algo muy sencillo: el déficit que les generaba esa

administración a través de los Daem, y la posibilidad que

esos entes les daban para obtener una bonificación especial

de reintegro a la contratación de mano de obra,

equivalente, aproximadamente, al 17 por ciento de las

remuneraciones imponibles. Esa fue la razón principal por

la cual se constituyeron dichas corporaciones.

Pero, hay una segunda razón, no menos importante. Las

corporaciones de educación fueron vistas como una

posibilidad para lograr mayor flexibilidad en la

administración y en el uso de los recursos. Sin embargo, no

me cabe la menor duda de que gran parte de los déficit que

hoy afrontan esas corporaciones se deben en gran medida a

que no existe un adecuado y serio control de los gastos, y

es así como algunas municipalidades pequeñas deben hacer

aportes anuales que superan los 150 millones y 200 millones

de pesos para que puedan seguir funcionando. Esta

situación, que se explica en su origen por la necesidad de

impetrar algunos beneficios de carácter económico, dejaba a

los profesores que cumplían con los requisitos para jubilar

al margen de acceder a los beneficios establecidos en la

modificación del Estatuto Docente.

Por tales razones, anuncio mi voto favorable a esta

iniciativa, puesto que repara una omisión, a mi juicio

importante, que afectaba aproximadamente al 90 por ciento

de los docentes de la provincia de Chiloé. Con la

aprobación de este proyecto tienen la posibilidad concreta

de acogerse al beneficio de jubilación.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Jorge Ulloa.

 

El señor ULLOA.- Señor Presidente, en efecto, este

proyecto es necesario y no hace otra cosa que corregir un

error nuestro. Es importante no asignar al ente contralor

una responsabilidad que no tiene. No se trata de que la

Contraloría haya interpretado la ley de manera positiva o

negativa; simplemente, la interpretó. En ese sentido, el

proyecto tiende a corregir una deficiencia nuestra.

Sin embargo, el problema va mucho más allá. La

preocupación planteada por los Diputados señores Ortiz,

Víctor Pérez, y otros, que formamos parte de la Comisión de

Educación, no se relaciona con este problema, que es menor

comparado con el gran tema de lograr que se cumplan las

disposiciones de la ley Nº 19.410, a fin de que, al amparo

de la iniciativa en discusión, los casi 6 mil profesores

que están en condiciones de jubilar obtengan una

indemnización mayor. Hasta ahora no lo han podido hacer,

porque, tal como lo señalaron los colegas que me

antecedieron en el uso de palabra, los municipios, que

tienen la carga financiera, no han encontrado una manera

más efectiva de evitar los respectivos pagos que decir que

los cargos son indispensables y que, en consecuencia, no

pueden quedar vacantes.

Frente a esto, el Ministro nos ha señalado que enviará

un proyecto de ley. No obstante, me veo en la necesidad de

insistir en que esa iniciativa considere los recursos

necesarios para que el procedimiento se pueda llevar a cabo

y no nos encontremos con que otro impedimento de carácter

jurídico impida que se cumpla con el verdadero espíritu de

la ley. Nosotros dictamos las leyes con un objetivo

determinado. ¡Qué bueno que el Diputado señor Montes

reconoció que se trataba de flexibilizar! ¿Para qué? Para

sacar personas de la educación. Creo que es relevante

mantener lo que se negó antes y que hoy se dice: que si hay

personas que cumplen con los requisitos, puedan jubilar,

pero mediante una fórmula que les permita recibir

indemnizaciones más dignas.

Por estas razones, es muy importante reiterar estas

cosas, precisamente porque contamos con la presencia del

Ministro de Educación.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Restan dos

minutos para el término de la discusión del proyecto.

Como se encuentra inscrita la Diputada señorita Saa,

le ofreceré la palabra y después procederemos a votar.

Tiene la palabra Su Señoría.

 

La señorita SAA.- Señor Presidente, no daré más

argumentos que los ya entregados.

Este proyecto es necesario e importante, pues

incorpora a gran número de profesores al beneficio de la

jubilación, al que no tenían acceso por estar en las

corporaciones educacionales. Para dar cumplimiento a esa

finalidad, se da un anticipo a los municipios y

corporaciones.

Esperamos que se concrete a la brevedad el anuncio del

Ministro en cuanto al envío de otro proyecto que facilitará

el trámite de jubilación de muchos otros profesores.

Por lo tanto, nuestro partido apoyará esta iniciativa

y esperamos que sea aprobada.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En votación

el proyecto.

Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad.

Aprobado.

Como no ha sido objeto de indicaciones, también se

declara aprobado en particular.

Despachado el proyecto en su primer trámite

constitucional.

 

 

VII. ORDEN DEL DÍA

 

NORMAS SOBRE PROBIDAD EN LOS ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN

DEL ESTADO. Primer trámite constitucional. (Con-tinuación).

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En el Orden

del Día, corresponde continuar tratando el proyecto de ley,

en primer trámite constitucional, sobre probidad

administrativa aplicable a los órganos de la administración

del Estado.

Tiene la palabra el Diputado señor Aníbal Pérez.

 

El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señor Presidente,

asistimos al trámite de una iniciativa legal de gran

importancia para el país. En los últimos años, la opinión

pública ha sido "bombardeada" con denuncias sobre una serie

de irregularidades -algunas reales y otras no- que

cuestionan la credibilidad y fiabilidad de los órganos

públicos.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- ¿Me permite,

señor Diputado?

Solicito el asentimiento de la Sala para que pueda

ingresar a la Sala el asesor del Ministro Secretario

General de la Presidencia, profesor don Rolando Pantoja.

Acordado.

Puede continuar, señor Diputado.

 

El señor PÉREZ (don Aníbal).- Estas denuncias han

motivado una serie de investigaciones judiciales y

parlamentarias. Estas últimas han permitido, tanto a la

Corporación como al Ejecutivo, llegar al convencimiento de

que es necesario perfeccionar nuestra legislación,

fundamentalmente en las áreas penal y administrativa, e

incorporar figuras que aseguren el imperio de la ética en

el ejercicio de la función pública, y sancionar, además,

las conductas reñidas con la probidad y la transparencia en

dicha gestión pública o administrativa.

Estas enmiendas resultan imprescindibles para la

democracia que estamos construyendo, toda vez que no cabe

duda de que el fenómeno de la corrupción -que buscamos

desalentar y, por fortuna, no se ha extendido en nuestro

país-, perjudica la credibilidad en el sistema público y

afecta la confianza de la ciudadanía.

Al respecto, cabe hacer presente que, como cualquier

fruto del esfuerzo y trabajo humano, la democracia no se

funda en la perfección de sus agentes; pero, su fortaleza

estriba en que, como sistema político, entrega las

herramientas más eficaces para investigar dichas conductas

y sancionar a los responsables.

Además, el cuerpo legal que estamos comentando tiende

también a satisfacer el imperativo moral de proteger la

honra y prestigio de aquella inmensa mayoría de

funcionarios públicos honorables y abnegados que, en muchas

ocasiones, laboran en condiciones precarias, con salarios

insuficientes y cuya imagen se deteriora cada vez que se

hacen denuncias en forma irresponsable, lo que hace

incurrir a la ciudadanía en el lamentable error de suponer

que todos los funcionarios públicos presentan las conductas

reprochables de unos pocos.

Las materias que se abordan en este importante

proyecto han sido de gran interés para el Ejecutivo. Es así

como al asumir el Presidente Frei, en 1994, se creó la

Comisión Especial de Ética Pública, que se abocó al estudio

de diversas normativas destinadas a cautelar el fiel

cumplimiento de los deberes de ética y probidad en la

Administración Pública. Dicha Comisión entregó un informe y

algunas de sus conclusiones son recogidas en el texto

original del proyecto, y otras han sido motivo de diversas

iniciativas, tanto legales como administrativas.

El Gobierno acogió la idea de incorporar las normas

propuestas, relativas a la probidad, y propuso modificar la

ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases generales

de la administración del Estado, para lo cual formuló una

indicación sustitutiva que originó el informe que estamos

estudiando.

A través de estas normas se pretende la incorporación,

como sujeto regulado, de los gobiernos regionales en la

mencionada ley orgánica, explicitando los principios de

probidad que deben iluminar el accionar de los organismos

del Estado. Paralelamente, el mismo principio se incluye,

mediante enmiendas, tanto en el Estatuto Administrativo de

Municipalidades como en el Estatuto de los Empleados

Municipales, de manera que se haga extensivo y sea uniforme

para todo el aparato público.

Ello, sin duda, contribuirá a sistematizar

adecuadamente dichas normas, facilitando la labor de

abogados y jueces, pero también servirá pedagógicamente a

los funcionarios, permitiendo su divulgación, entendimiento

y cumplimiento.

Así, en el plano puntual y con el fin de no extenderme

sobre aspectos que ya han sido señalados, voy a señalar

algunos tópicos que me parecen importantes.

En primer lugar, resulta trascendente la incorporación

de los gobiernos regionales en la ley de Bases de la

administración del Estado.

En segundo lugar, por lo fundamental de esta

iniciativa, el artículo 2º establece un nuevo título

referido a la probidad administrativa, que explicita una

serie de deberes de los funcionarios públicos y señala

sanciones para el caso de incumplimiento.

Cabe destacar, además de los criterios de acción

pública emanados de los nuevos artículos, la mención a la

publicidad de las actuaciones de la administración del

Estado, cuestión fundamental para la transparencia y

credibilidad de la ciudadanía, aspecto que viene a innovar

profundamente nuestra costumbre administrativa.

También resulta de gran importancia el establecimiento

de inhabilidades para el ingreso y permanencia en la

administración del Estado, señaladas en el artículo 57 y

complementadas con la obligatoriedad de una declaración

jurada que se impone a todos los postulantes a cargos y de

sanciones en caso de omitirse algún antecedente señalado en

el mismo cuerpo legal.

En este párrafo, se propone también incluir en la ley

Nº 18.575 la exigencia de presentar una declaración jurada

de patrimonio y de intereses por parte de diversas altas

autoridades, mecanismo utilizado en importantes democracias

occidentales y que, desde hace algún tiempo, se ha

pretendido incorporar en nuestra legislación.

Estamos seguros de que ello asegurará la transparencia

en la gestión pública y permitirá ratificar un principio de

gran relevancia para la comunidad. Nuestro país se ha

caracterizado, durante la historia republicana, por la

corrección y probidad de sus autoridades, respecto de las

cuales se ha podido discrepar políticamente, pero cuya

rectitud e intachable conducta ética han enorgullecido a

todo el país.

En el título III se detallan claramente las diversas

infracciones en las que pueden incurrir las autoridades y

funcionarios de la administración del Estado y las

sanciones que se impondrán a los infractores, destacando,

en este caso, la prohibición, a diversas autoridades, de

aceptar regalías de entes que sean contrapartes del Estado,

en el desempeño de su gestión administrativa. Al mismo

tiempo, cabe destacar la prohibición que se impone a

determinados ex funcionarios públicos de aceptar empleos

provenientes de personas naturales o jurídicas que hubiesen

estado bajo la supervisión o fiscalización de ellos mismos.

Ambos preceptos introducen en nuestra legislación

administrativa dos figuras de gran importancia que

garantizarán a la comunidad la adecuada transparencia e

irreprochabilidad ética en la conducta de los funcionarios

de la Administración Pública.

Los Diputados socialistas estimamos de gran relevancia

este texto legal que perfecciona nuestra legislación y

fortalece el prestigio de nuestra democracia y del aparato

estatal. Sin duda, debe ser complementado con otras

disposiciones, por cuanto resulta injusto referir el

fenómeno de la corrupción como una exclusividad del sector

público, ya que también existe en el ámbito privado.

Asimismo, es imprescindible destacar el modelo de

sociedad que se asienta en el país, donde el afán de lucro

y de consumo ocasionan el desprecio a principios éticos

sustantivos, lo cual significa un retroceso que va en

desmedro del éxito, y caer en el poder corruptor del

dinero.

Las medidas propuestas en este texto legal deben

complementarse con un accionar responsable de los actores

políticos para evitar denuncias genéricas e infundadas que

perjudican no sólo el tema político-democrático -que, por

cierto, está por sobre quienes ejercen temporalmente cargos

de responsabilidad-, sino, fundamentalmente, a aquellos

funcionarios públicos honestos que cumplen con su deber y

no merecen el recelo ni la desconfianza ciudadana.

Por lo tanto, la bancada del Partido Socialista

apoyará este importante proyecto de ley.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Viera-Gallo.

 

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, siguiendo con

el raciocinio del Diputado señor Aníbal Pérez, resulta

curioso y oportuno que este proyecto de probidad se debata

en la Cámara de Diputados, cuando la Corporación ha sido

blanco de ataques por las acusaciones en torno de que, en

su seno, algunos funcionarios habrían estado traficando con

drogas.

Es muy importante no hablar de la probidad sólo en

abstracto, sino situarla en el Chile en que hoy vivimos.

Basta mirar cualquier medio de comunicación para ver cómo

se vierte todo tipo de acusaciones en contra de los

parlamentarios y de los funcionarios, algunas fundadas,

pero otras muy injustas.

Cuando discutimos esta iniciativa en la Comisión, uno

de los temas más debatido fue si la probidad pública debía

establecerse para la administración del Estado -básicamente

al Gobierno central y a los gobiernos regionales- o si

debía también incluir a los empleados del Poder Judicial y

del Congreso.

Al menos de mi parte, existe la voluntad de presentar

indicación para que todas las normas de probidad,

contenidas en el proyecto, les sean aplicables a los

funcionarios del Congreso Nacional, los cuales hoy se rigen

por la ley de plantas y, en consecuencia, por un estatuto

interno y, supletoriamente, por el Estatuto Administrativo,

pero no se les aplica la ley de Bases Generales de la

administración del Estado. Creo que hoy, para hacer más

clara y eficaz la necesaria salvaguardia del principio de

probidad, es indispensable modificar la iniciativa para que

sea aplicable no sólo respecto de los funcionarios

dependientes del Ejecutivo, sino que también de los del

Congreso Nacional. Todos los funcionarios, tanto del Poder

Judicial como del Congreso Nacional y del Gobierno, deben

acatar el principio de probidad. Formularemos una

indicación en ese sentido.

En seguida, haré una reflexión un poco más general

sobre el problema de la corrupción.

Si observamos lo que hoy ocurre en la mayor parte de

los países de nuestro continente, desde México al sur, en

muchos países europeos y en Estados Unidos, vemos que el

fenómeno de la corrupción es algo generalizado. Sin

embargo, mueve a sorpresa, y uno se pregunta cuáles son las

causas y por qué ocurre esto en países de diverso grado de

desarrollo, con sistemas políticos diferentes y culturas

distintas. Muchas cosas se podrían decir, pero señalaré

dos, que me parecen importantes.

En primer lugar, la sociedad moderna, con los medios

de comunicación que hoy existen, exige transparencia y no

permite que haya zonas oscuras del poder, cosa que fue la

regla general en el ejercicio del poder, por lo menos hasta

comienzos de siglo, donde lo que ocurría en el palacio en

que se tomaban las decisiones era algo completamente

desconocido para los ciudadanos. A lo sumo, lo que había

eran las intrigas de palacio para determinar el rumbo de

los acontecimientos. A medida que la democracia se afianza,

las libertades públicas se extienden y los ciudadanos

participan, quieren informarse de cómo la sociedad toma sus

decisiones. Entonces, aparece a la luz pública lo que

siempre acompañó al poder, porque siempre detrás de él está

el peligro de la corrupción, del abuso o de desviación de

la autoridad.

En segundo lugar, creo que el fenómeno de la

corrupción tiene que ver con otro elemento: que

curiosamente en esta sociedad -tan hedonista, tan

consumista, tan individualista, que exalta el éxito a

cualquier precio, la búsqueda del dinero, el poder fácil,

el éxito del más fuerte sobre el más débil-, cuando se mira

a las autoridades, teniendo en vista las reglas por las

cuales se rigen los ciudadanos en el libre juego del

mercado, se les exige lo contrario: ejemplo de virtud, de

desprendimiento, de entrega al servicio público, de

desapego al poder, de falta de ambición, cuando lo que

reina en casi todo el resto del cuerpo social, son

justamente los valores antitéticos.

Por eso, muchas veces la sociedad ve reflejada en sus

autoridades públicas su verdadero ser, lo que realmente es,

más allá de las palabras y de los discursos morales, y

reacciona contra esa realidad de ella misma reflejada en el

espejo de las autoridades. Entonces, reacciona con una

especie de afán, casi fagocitándose a sí misma, de tal

manera que rompe el propio círculo del cual emana esa

autoridad, la sanciona, vuelve otra y el círculo sigue

eternamente así, porque la que está enferma es la sociedad;

es este tipo de sociedad donde se exaltan sólo valores

individualistas y de éxito fácil a cualquier precio.

Ése es el parámetro con el cual se miden los valores

en este mundo en que vivimos, que el Papa llama "de

capitalismo salvaje". Entonces, ¿cómo nos podemos asombrar

de que en el mundo del capitalismo salvaje a cualquier

precio, las autoridades no escapen a esa regla común de que

también ellas compitan por el poder, por tener éxito, por

la fama, por cualquier beneficio, que es lo que normalmente

hacen todos los ciudadanos que, además, son premiados

cuando obtienen ese éxito?

Hay, pues, una contradicción más de fondo en nuestra

sociedad, que emerge cuando se devela el problema de la

corrupción o de la desviación de poder.

Quiero ahora referirme al proyecto en cuestión. En

primer lugar, establece algunas inhabilidades e

incompatibilidades para el ejercicio de la función pública,

y eso es algo bastante positivo.

En el inciso tercero de su artículo 59 establece,

además, actividades incompatibles con el ejercicio de la

función pública. Me parece muy significativo que en su

inciso segundo se refiera también a la incompatibilidad no

sólo de horario, sino principalmente de substancia. Dice:

"Asimismo, son incompatibles con el ejercicio de la función

pública administrativa las actividades particulares de los

funcionarios que se refieran a las materias específicas o

casos concretos que deban ser analizados, informados o

resueltos por la división, departamento, sección u oficina

a que pertenezca; la realización de cualquier gestión ante

los órganos u organismos de la Administración, distinta del

ejercicio de sus derechos, y la representación de un

tercero en juicio o en acciones civiles en que sea parte un

organismo de la Administración del Estado,...".

Eso parece algo muy importante, porque evidentemente

puede haber una desviación de poder y lucro injusto e

ilegítimo si una autoridad se vale de lo anteriormente

señalado para resolver asuntos que son propios de su

competencia en materia de trabajo privado.

Después está lo señalado por el Diputado señor Aníbal

Pérez, sobre la declaración de patrimonio y de intereses.

Parece importante hacer la distinción entre la declaración

de patrimonio y declaración de intereses. Mientras la de

patrimonio la tendremos que hacer todos los que detentamos

un cargo de representación popular u ocupamos un alto cargo

de la Administración Pública, como ministro o jefe de

servicio, la de intereses será también más general. La de

patrimonio representa una radiografía de lo que la persona

tiene cuando accede al cargo y será renovable cada cinco

años, para que no haya ninguna posibilidad de

enriquecimiento ilícito; y la de intereses, cuando una

persona dice: "Tengo actividades legítimas en el campo

económico en tal y cual sector, lo cual me inhibe para

intervenir en materias que tienen que ver con esos rubros."

Sin embargo, es necesario señalar que en la actualidad

Impuestos Internos cumple bien esta función, y un buen

trabajo de este Servicio, a través de la declaración de

impuesto a la renta de los contribuyentes, equivale casi a

una declaración de patrimonio, lo cual no significa que sea

una declaración pública. La diferencia radica en que aquí

habrá una declaración pública, mediante la cual se podrá

conocer el patrimonio de cualquier servidor del Estado.

El artículo 69 establece algunos principios y

prohibiciones que me parece importante recordar, a los

cuales deberían sujetarse todos los funcionarios públicos.

Por ejemplo, constituirán conductas ilícitas:

"1. Negar información administrativa que sea de acceso

público en conformidad a la ley;".

Esto dice relación con el proyecto de transparencia

que el Gobierno ha presentado y que en este momento estudia

la Comisión de Constitución.

"2. Usar en beneficio propio o de las personas

indicadas en la letra b) del artículo 57" -esto es, las

personas más cercanas al funcionario público- "la

información reservada o privilegiada a la que se tuviere

acceso en razón de la función pública que se desempeña;".

Lo anterior se vincula con el proyecto aprobado por la

Honorable Cámara que establece como delito -y lo sanciona

como tal- el uso de información privilegiada en beneficio

propio o de parientes.

"3. Hacer valer indebidamente la posición funcionaria para

influir sobre una persona con el objeto de conseguir un

beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero;".

Se trata de una práctica muy difundida, incluso entre

los parlamentarios. Lo importante radica en la inclusión

del vocablo "indebidamente", porque muchos hacemos valer la

posición funcionaria para influir sobre una decisión, que

es lo que comúnmente hacen los parlamentarios al expresar,

por ejemplo: "Mire, ¿por qué no nos preocupamos del

alcantarillado de tal lugar?", o bien: "¿Por qué no

atendemos el problema del agua potable, de la vivienda,

etcétera?

Lo importante -insisto- es la consignación del

adverbio "indebidamente", por lo que habrá que precisar con

mucha claridad qué se entiende por hacer valer

"indebidamente" la posición funcionaria.

"4. Emplear, bajo cualquier forma, dinero o bienes de la

institución, en provecho propio o de terceros;

"5. Ejecutar actividades, ocupar tiempo de la jornada de

trabajo o utilizar personal o recursos del organismo para

fines ajenos a los institucionales;".

A veces, algunos funcionarios no distinguen muy bien

entre los fines de la institución que dirigen y sus fines

particulares o los de su familia, y utilizan tiempo,

personal o recursos del trabajo público en beneficio

propio.

"6. Aceptar, para sí o para alguna de las personas

mencionadas en la letra b) del artículo 57, invitaciones,

viajes, obsequios o tratamientos no aceptados oficialmente

por la institución a que se pertenece, por parte de

peticionarios, reclamantes, proveedores de bienes o

servicios, o concesionarios de éstos, y".

Es bastante frecuente que empresas que deben

participar, por ejemplo, en licitaciones, extiendan

regalos, invitaciones o algún otro obsequio con el fin de

ganar el favor de quien debe resolver esa licitación.

"7. Intervenir en decisiones que le interesen

personalmente o a alguna de las personas indicadas en la

letra b) del artículo 57, o que recaigan en asuntos en que

se ha tenido participación como abogado, testigo o perito,

emitido públicamente opinión o informe, o tenido cualquier

tipo de actuación que le reste imparcialidad. Los

funcionarios deberán abstenerse de participar en estos

asuntos, sin perjuicio de poner en conocimiento de su

superior jerárquico la implicancia que les afecta."

Es decir, existe una serie de principios que tienden a

salvaguardar la imparcialidad y la honestidad de la función

pública.

Además, el proyecto establece importantes sanciones,

que en la mayoría de los casos son de carácter

administrativo, y otras, se remiten a sanciones

contempladas por la legislación penal. Se trata de un paso

muy importante en el que debe reconocerse la participación

activa del Ministro Secretario General de la Presidencia,

don Genaro Arriagada, quien llevó adelante esta iniciativa,

la que concreta lo establecido por el Gobierno a través de

la Comisión de Ética Pública.

Termino señalando que presentaremos indicación para

que todas estas normas se apliquen a los funcionarios del

Congreso Nacional.

En segundo lugar, si no hay un cambio más de fondo,

cultural, de orientación de la sociedad en que vivimos,

todas estas normas, reglas, principios y prohibiciones

pueden ser letra muerta, porque al final lo que importa es

la conducta, los valores y los principios con que se actúa

en la vida pública.

No cabe duda de que Chile, hasta ahora, ha resistido

los niveles de corrupción de otros países; pero se

advierte, con peligro -como lo señala la Comisión Nacional

de Ética Pública-, que si el país continúa por la vía del

éxito fácil y no del trabajo paciente y abnegado, estos

principios y la tradicional probidad de nuestros

presidentes de la República, de nuestros funcionarios

públicos, de los parlamentarios, ministros, intendentes,

gobernadores, miembros de las Fuerzas Armadas, del Banco

Central, etcétera, pueden verse lesionados.

Por eso, esta norma es importante y es muy oportuno el

debate al respecto.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresi-dente).- Tiene la palabra

el señor Genaro Arriagada, Ministro Secretario General de

la Presidencia.

 

El señor ARRIAGADA (Ministro Secretario General de la

Presidencia).- Señor Presidente, quiero iniciar mis

palabras haciendo referencia al trabajo desarrollado en la

Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la

Cámara de Diputados.

Difícilmente podremos encontrar otro caso de relación

más estrecha y de mayor colaboración entre el Ejecutivo, el

Parlamento y los partidos -de Gobierno y de Oposición-,

para impulsar estas ideas.

En ese cuadro, el Ejecutivo estuvo siempre abierto a

recoger las indicaciones formuladas por los señores

parlamentarios.

A lo largo del debate del proyecto, entre todos,

Gobierno y Oposición, Ejecutivo y Parlamento, logramos

ciertas convicciones básicas que quiero recalcar.

Una muy importante, y a la que recién aludían los

Diputados señores Aníbal Pérez y José Antonio Viera-Gallo,

es la convicción de que nuestra Administración Pública

tiene un merecido prestigio y austeridad al servicio de los

ciudadanos. Si hemos impulsado esta legislación, no es

porque creamos que éste sea un país corrupto; muy por el

contrario, estamos extraordinariamente orgullosos de que

Chile tenga tan bajos niveles de corrupción y que así lo

reconozcan en forma unánime todos los organismos que se

preocupan de la materia. Pero, también queremos señalar que

en el último tiempo existen ciertos indicios de una

relajación ética en la sociedad y también en el sector

público. Digo en la sociedad, porque, como muy bien se ha

señalado, nos referimos a ella en su conjunto.

En el último tiempo, he observado con interés

artículos periodísticos que se refieren a una cierta

relajación en la ética en el mundo de los negocios, y

constantemente se alude a una relajación de la ética en el

servicio público.

Por esta razón, creemos oportuno actuar, porque en

materia de lucha contra la corrupción lo importante es la

prevención. El día en que por desgracia la corrupción se

establece al interior de una sociedad, la lucha se hace muy

difícil, porque ésta debe hacerse a través de instituciones

corruptas.

En ese sentido, hay ciertos principios generales a los

cuales el Gobierno quiere sujetar su acción.

En primer lugar, una actitud de madurez para

distinguir entre la denuncia escandalosa y falsa respecto

del acto de corrupción real. La lucha contra la corrupción

no puede transformarse en la oportunidad para hacer

acusaciones escandalosas en contra de personas que tienen

derecho a su honor y a su respetabilidad.

En segundo lugar, una actitud de responsabilidad. Nada

podría ser más peligroso para el Gobierno y para la

sociedad que una mirada de autocomplacencia ante los

riesgos y desafíos que presenta la amenaza de la

corrupción.

En tercer lugar, es importante una actuación rápida en

el sentido de adoptar medidas preventivas en el tiempo

adecuado.

A nuestro juicio, un principio fundamental en esta

materia es la unidad, para que podamos hacer de la lucha

contra la corrupción una política de Estado, es decir, más

allá y por sobre los partidos, por sobre Gobierno y

Oposición.

Finalmente, quiero hacer una reflexión personal. El

poder, inevitablemente, tiene una dimensión peligrosa a la

cual hay que atender.

Me ubico muy distante de aquellos que tienen una

visión profundamente negativa al respecto y que piensan que

todo poder conduce a la corrupción. Es una retórica que

provoca impacto, pero es una falsedad. El poder, no menos

que otras actividades, corre el riesgo de la corrupción,

pero, en su ejercicio, muchas veces vemos algunas de las

manifestaciones más limpias de la persona humana. El poder

también tiene un aspecto extremadamente positivo que no

podemos desconocer. Sólo las personas que lo tienen pueden

cambiar la sociedad en la cual les toca vivir.

Pero, cualquiera que sea nuestra visión, las personas

que lo ejercen están siempre caminando sobre el filo de una

navaja que separa el bien y el mal. Constantemente existe

la tentación de la arbitrariedad, del gesto autoritario o

de lo extremo, como el delito de cohecho o la influencia

desmedida en favor de amigos, parientes o partidos.

En ese espíritu, hemos planteado este proyecto sobre

probidad administrativa aplicable a los órganos de la

Administración del Estado.

Hemos recogido una de las recomendaciones de la

Comisión de Ética Pública, que señala que, frente a la

desigual y dispersa normativa que contempla el sistema

jurídico chileno para cautelar la probidad en la función

pública, es necesario homologar y uniformar las normas

referidas al tema, de manera de establecer un código de

probidad pública aplicable a todos los que se desempeñan en

la administración del Estado, tanto centralizada como

descentralizada.

Asimismo, la Comisión plantea que este código de ética

pública debería contener disposiciones generales que

establezcan los principios rectores de la función pública;

derechos, deberes y prohibiciones de los funcionarios

regidos por la ley; regulación de los conflictos de interés

y definición del régimen de inhabilidades e

incompatibilidades; procedimientos y sanciones. Ha sido en

este marco en el que hemos planteado la iniciativa.

Creemos que el proyecto, además de sus efectos

normativos, persigue objetivos hermenéuticos y pedagógicos.

En efecto, sus normas pretenden inspirar la interpretación

del resto del ordenamiento aplicable a la Administración,

así como la actuación concreta de sus órganos. Por eso su

incorporación a la ley orgánica constitucional de Bases

Generales de la Administración del Estado.

Por otro lado, este proyecto, en cuanto intenta ser un

cuerpo sistemático de la materia, facilita la divulgación,

comprensión y cumplimiento por todos los llamados a

respetarla.

Con frecuencia se critica la dispersión y

heterogeneidad de las normas vigentes sobre el particular,

aspectos que, ciertamente, dificultan el conocimiento de la

regulación legal en relación con la probidad

administrativa, por parte del público y de los propios

funcionarios.

Este proyecto, como bien se ha dicho aquí, regirá la

conducta exigible a los funcionarios, incluidas las

autoridades de la Administración del Estado, entendiendo

por éste al conjunto de órganos a que se refiere el

artículo 1° de la ley orgánica constitucional respectiva. A

este listado se agregan el Banco Central, los gobiernos

regionales y el Consejo Nacional de Televisión; toda vez

que no se divisan razones para excluir del ámbito del

proyecto a los funcionarios que laboran en estos últimos.

Como bien señalaron los señores Diputados que me

antecedieron en el uso de la palabra, parece razonable que

estos criterios no sólo sean aplicables a la Administración

del Estado, sino que se hagan extensivos, por igual, al

Congreso Nacional, a sus funcionarios, y al Poder Judicial.

Sin embargo, en el debate habido en la Comisión

concordamos en que estas materias deberían ser tratadas en

leyes distintas. En consecuencia, estos principios de

probidad y ética, naturalmente adecuados a la realidad de

los distintos poderes del Estado, deberían ser

incorporados, en las leyes orgánicas respectivas.

Quienes me antecedieron en el uso de la palabra

expresaron lo importante que es que en este proyecto de ley

se legisle respecto de la declaración de patrimonio y

actividades.

Solamente quiero decir que en las democracias más

avanzadas se ha ido fortaleciendo la obligación de

estructurar un sistema de administración gubernamental

transparente, capaz de prevenir los conflictos de intereses

y el enriquecimiento ilícito en el desempeño de las

funciones públicas. Con tal fin, la legislación comparada

tiende a coincidir respecto de la conveniencia de prestar

declaraciones juradas, susceptibles de ser conocidas por el

público o por los organismos fiscalizadores, de patrimonio

y de actividades lucrativas de quienes desempeñan altos

cargos en el Estado.

En este sentido, el proyecto de ley extiende esta

obligación a un conjunto de funcionarios que ya han sido

mencionados. Se señala cuál es el contenido de la

declaración de patrimonio Se hace obligatoria la

declaración de actividades y negocios que proporcionan o

puedan proporcionar al funcionario ingresos económicos. Se

señalan los plazos en los cuales estas declaraciones de

patrimonio y actividades deben hacerse; la publicidad que

éstas deben tener; se indica, con claridad, que la falta de

declaración oportuna llevará aparejada la sanción con multa

de 10 a 30 UTM, y se establecen las sanciones para el caso

de falsedad u omisión maliciosa o inexcusable de las

declaraciones de bienes y actividades.

Paralelamente, el proyecto de ley ha querido otorgar

un trato separado a la determinación de incompatibilidad

para el ejercicio paralelo de una profesión, oficio,

industria o comercio en particular.

El Gobierno y la Comisión estimaron que las

regulaciones actualmente existentes son insuficientes por

la doctrina, aspecto que ya había señalado la propia

Comisión Nacional de Ética Pública.

Para aclarar la materia, la iniciativa distingue las

incompatibilidades en razón de horario y aquéllas derivadas

de la materia. Así, se reputan incompatibles con el

ejercicio de funciones públicas las actividades

particulares que coincidan con la jornada ordinaria o

extraordinaria de trabajo; pero, por otra parte, se señala

que son incompatibles con el desempeño de funciones

públicas aquellos asuntos concretos que se refieren a casos

que necesariamente deba analizar, informar o resolver la

división, departamento o sección a que pertenece el

funcionario; la realización de gestiones patrimoniales ante

la Administración, distintas del ejercicio de sus derechos

estatutarios, y la representación de terceros en juicios o

acciones civiles en que sea parte un órgano o servicio de

la Administración del Estado.

En otro de sus acápites, el proyecto también señala

aquellas conductas contrarias a la probidad administrativa,

y me refiero muy brevemente a ellas, porque creo que son

importantes de destacar.

Tienen tal carácter: negar información o documentación

solicitada en conformidad a la ley; usar, en beneficio

propio o de sus parientes cercanos, información reservada o

privilegiada a la que se tuviera acceso en razón de la

función pública que se desempeña; hacer valer,

indebidamente, la posición funcionaria para influir sobre

una persona con el objeto de conseguir un beneficio directo

o indirecto para sí o para un tercero; emplear, bajo

cualquier forma, dinero o bienes de la institución, en

provecho propio o de terceros; ejecutar actividades, ocupar

tiempo de la jornada de trabajo o utilizar personal o

recursos del organismo para fines ajenos a las

instituciones; aceptar, para sí o para sus parientes

cercanos, invitaciones, viajes, obsequios o tratamientos no

aceptados oficialmente por la institución a que se

pertenece, por parte de peticionarios, reclamantes,

proveedores de bienes y servicios o concesionarios de

éstos. Por último, intervenir en decisiones que le

interesen personalmente al funcionario o a sus parientes

cercanos, o que recaigan en asuntos en que se ha tenido

participación como abogado, testigo o perito; emitido

públicamente opinión o informe o tenido cualquier tipo de

actuación que le reste imparcialidad.

La legislación propuesta también establece una

regulación del post empleo público.

En esta materia, la experiencia comparada expresa una

enorme preocupación por lo que en los países de lengua

inglesa se llama "the revolving door". Es decir, se

producen conflictos de intereses por el hecho de que

funcionarios públicos, bruscamente, pasan a ejercer labores

en empresas a las que anteriormente tenían el encargo de

controlar o fiscalizar, o porque desde el sector privado

pasan a ocupar funciones en organismos públicos que tienen

que regular o fiscalizar a aquellas empresas de las cuales

formaban parte.

En este cuadro, el proyecto sobre probidad establece

una prohibición aplicable al mismo universo obligado a

prestar declaraciones de patrimonio y de actividades. Esta

prohibición impide aceptar empleos, cargos o

representaciones remunerados de personas jurídicas privadas

o que hubieran sido reguladas, subvencionadas o controladas

por el funcionario, sino hasta un año después del

alejamiento del órgano o servicio. El mismo impedimento

opera respecto de las personas naturales o jurídicas con

las que hubiera contratado el organismo a que perteneció el

funcionario respecto de la provisión de bienes, la

prestación de servicios o la realización de obras, siempre

que los montos de los contratos superen las doscientos

cincuenta unidades tributarias mensuales en el respectivo

año o en los dos años calendario precedentes.

Por otra parte, los funcionarios antes señalados no

podrán realizar tramitación o gestión alguna ante la

división, departamento o sección a que pertenecieron o

estuvieron vinculados, sino hasta pasado un año desde la

expiración de sus funciones públicas. Asimismo, se

establecen sanciones respecto de esta materia.

Quiero destacar que en la corta experiencia de mi

desempeño ministerial -dos años y medio-, éste es uno de

los asuntos que el Gobierno ve con mayor preocupación.

Constantemente, funcionarios públicos encargados de

fiscalizar determinadas empresas se trasladan, sin tránsito

de continuidad, al servicio de éstas. Frente a tal

situación, no existe una legislación adecuada.

Quiero hacer una breve referencia a un tema que me

parece de la más alta importancia.

Cuando el Presidente de la República creó la Comisión

Nacional de Ética Pública, en el hecho quiso señalar dos

cosas: Primero, que esto es un asunto de preocupación de

todo el Estado. Por eso, invitó a integrarse a ella al

Presidente de la Corte Suprema, al Contralor General de la

República, al Presidente del Consejo de Defensa del Estado,

al Presidente del Senado y al Presidente de la Cámara de

Diputados. Segundo, que la política que el Gobierno

siguiera en esta materia debía ser de índole nacional. Por

esta razón, invitó a personas que formaban parte de los

partidos de Gobierno y de Oposición. En tal sentido, en mi

calidad de Ministro y miembro de esa Comisión, me

correspondió trabajar con distinguidos militantes de los

partidos de Gobierno, de la Unión Demócrata Independiente y

de Renovación Nacional.

Desde el momento en que se aprobó la creación de la

Comisión y ella emitió su informe, el Gobierno tomó el

compromiso de que éste sería un asunto de su preocupación

constante y, por supuesto, también del Parlamento.

Para expresar el compromiso del Gobierno con la ética

pública, haré un breve inventario de aquellos asuntos que

se están tratando o que serán tratados próximamente en el

Parlamento.

En primer lugar, el proyecto sobre probidad

administrativa, que agrega un nuevo título III a la ley de

Bases generales de la administración del Estado, que espero

sea aprobado a la brevedad por la Cámara.

Una vez despachado este proyecto, el Gobierno tiene el

más alto interés en tramitar el relativo al acceso a la

información administrativa, que está pendiente en la

Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la

Cámara desde enero de 1995. Esta iniciativa representa un

cambio revolucionario en la Administración Pública chilena,

porque hasta hoy su característica esencial ha sido el

secreto y la reserva. A diferencia de eso, el proyecto que

hemos enviado significa un cambio, en el sentido que los

ciudadanos tendrán derecho a acceder a los más variados

documentos con los cuales la administración genera sus

decisiones. La legislación sobre esta materia establecerá

debidamente los resguardos que procedan, en razón de otros

intereses, como la seguridad nacional o la privacidad de

las personas.

También está pendiente el que modifica la ley orgánica

constitucional de municipalidades. En la discusión de esta

iniciativa, se repara poco en que el centro de la

preocupación es el perfeccionamiento de las normas de ética

y probidad en la administración municipal.

Como saben los señores parlamentarios, una parte muy

importante de las acusaciones por falta de probidad se

centra en los municipios. Al respecto, quiero ser muy

franco: creo que se ha hecho demasiado escarnio sobre esta

situación. Es cierto que parte de tales denuncias se

refieren a graves faltas a la ética, las que, por supuesto,

al Gobierno, como al que más, le interesa sancionar y

condenar. Pero, cabe recordar que los municipios emergieron

a la vida democrática con una legislación muy pobre, en la

cual no existían suficientes garantías respecto de

principios y normas que cautelaran la probidad en su

administración.

En ese sentido, el proyecto que modifica la ley

orgánica constitucional de municipalidades establece un

conjunto de derechos y obligaciones, en particular para los

concejales, que permiten un manejo más probo y eficiente de

los municipios. Por ejemplo, autoriza al concejo para

contratar una vez al año una auditoría externa sobre

gestión municipal; incluye una sanción de multa fuerte y la

nulidad del voto del concejal que participe en votaciones

de asuntos en los que él o sus parientes estén interesados;

dispone que el alcalde debe presentar, fundadamente, ante

el concejo, no sólo el plan de desarrollo comunal y otros

instrumentos, sino también las normas generales sobre

licitaciones, adquisiciones, concesiones y permisos.

Fortalece también la unidad de control interno de los

municipios, al establecer que la jefatura de la unidad se

provea por concurso público y que su nombramiento y

remoción sea aprobado por el concejo. Esta unidad de

control podrá representar al concejo los actos municipales

que estime ilegales y fiscalizar a las corporaciones y

fundaciones en que tenga participación la municipalidad.

Además, consagra otras medidas de transparencia de la

gestión municipal. Por ejemplo, dispone que la renovación

de concesiones municipales no podrá efectuarla el concejo

dentro de los seis meses anteriores a su expiración, y que

el reglamento de contrataciones y adquisiciones que se

dicte deberá determinar los procedimientos de resguardo

necesarios para que exista objetividad, transparencia y

oportunidad en las contrataciones y adquisiciones que se

efectúen.

Junto con el proyecto sobre probidad que hoy

discutimos; con el de transparencia de los actos de la

administración, cuya tramitación esperamos que se inicie

inmediatamente después de que esta Cámara haya despachado

el de probidad, y con el de reforma a la gestión municipal,

en este momento estamos estudiando con la Comisión de

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado

un proyecto, originado en moción de Diputados de Gobierno y

de Oposición, tendiente a actualizar ciertos tipo penales o

a crear otros nuevos que sancionen actos de corrupción,

como el enriquecimiento ilícito, el cohecho, el abuso de

información privilegiada. La Secretaría General de la

Presidencia ha formulado observaciones a este proyecto, que

esperamos sea ley muy pronto.

Sin embargo, lamento que no hayamos tenido éxito en

sondeos hechos en distintas bancadas respecto de la

convicción que el Gobierno tiene sobre la necesidad de un

completo proyecto de financiamiento de la actividad

política. Creemos que la relación entre el dinero y la

política no puede ser un hecho oscuro, clandestino, sino

que debe ser legislado.

El Gobierno del Presidente Frei entiende que se trata

de un proyecto impopular, de fácil crítica para un

populismo que mire esto única y exclusivamente desde el

punto de vista del costo fiscal. Pero los gobiernos no

están para ganar popularidad, sino para hacer lo que les

parece correcto. Y lamento que en nuestras consultas con

las distintas bancadas no hayamos encontrado buena

disposición para que este país, que aspira a tener una

democracia desarrollada, pueda contar con el tipo de

legislación que existe en todas las democracias

desarrolladas del mundo: una que haga transparente la

relación entre la política y el dinero.

Asimismo, deseo informar que muy pronto ingresará al

Congreso, para su ratificación, la Convención

interamericana contra la corrupción, firmada recientemente

por todos los países del continente, incluidos Estados

Unidos y Canadá, que es el primer tratado a nivel

internacional respecto de una forma de colaboración entre

los Estados para luchar contra la corrupción.

Antes de terminar, quiero señalar que este asunto será

preocupación permanente del Ejecutivo y del Parlamento.

Creo que el Gobierno puede dar cuenta de importantes

iniciativas llevadas adelante en este campo. Además, deseo

agradecer la disposición y buena voluntad que el Gobierno

ha encontrado en el Parlamento -y en todos los partidos

políticos representados en él- para tratar estas materias.

Muchas gracias.

 

-o-

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Hago presente a

los señores Diputados que se encuentra en la tribuna de

honor una delegación de Diputados del Parlamento alemán,

integrada por los señores Otto Hauser, Presidente del Grupo

Alemán-Latinoamericano y miembro de la Comisión de

Relaciones Exteriores; Klauss Bühler, señora Marina

Steindor, doctor Albert Probst, Ernest Bahr, y por el

doctor Werner Reichenbaum, Embajador de la República

Federal de Alemania en nuestro país, a quienes damos

nuestra más cordial bienvenida a nuestro Parlamento.

 

-Aplausos.

 

-o-

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Restan tres

minutos para el término del Orden del Día y se encuentran

inscritos los Diputados señores Martínez, don Gutenberg;

Errázuriz, Balbontín, Letelier, don Felipe; Espina y señora

Wörner.

El acuerdo de los Comités es votar hoy el proyecto,

salvo que la unanimidad de la Sala acuerde continuar su

debate en la sesión de mañana, en atención a los señores

Diputados inscritos.

Tiene la palabra el Diputado señor Coloma.

 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, lo razonable sería

dar cinco minutos a cada una de las personas inscritas y

votar hoy el proyecto, a fin de que prosiga su tramitación,

pues se trata de una iniciativa muy importante.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- ¿Habría acuerdo

unánime para proceder de esa manera?

No hay acuerdo.

 

¿Habría acuerdo para continuar el debate mañana?

Tiene la palabra el Diputado señor Coloma.

 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, pedimos que se

vote hoy el proyecto, para lo que ofrecemos los cinco

minutos a los Diputados inscritos.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Señor Diputado,

no hay acuerdo.

Si le parece a la Sala, se continuará el debate del

proyecto en la sesión de mañana.

Tiene la palabra el Diputado señor Navarro.

 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como no veo nada

urgente en la tabla de la sesión de mañana, y éste es un

proyecto muy importante, respecto del cual vale la pena

utilizar las horas necesarias en su discusión; consulto a

la Mesa si el debate de mañana se hará sin considerar la

lista de parlamentarios inscritos para hacer uso de la

palabra, con el objeto de que sea un debate abierto. Es

decir, según entiendo, la discusión se hará sin

limitaciones en la sesión de mañana, para lo cual doy la

unanimidad.

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Diputado señor Felipe Letelier.

 

El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente,

entendí que los Diputados inscritos continuaríamos

debatiendo por cinco minutos cada uno.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Señor Diputado,

consulté esa proposición y no hubo acuerdo. Sí lo hubo para

continuar el debate en la sesión de mañana. Si no tiene

nada distinto que aportar a esa situación, le ruego darlo

por entendido así.

Tiene la palabra el Diputado señor Luksic.

 

El señor LUKSIC.- Señor Presidente, sólo deseo aclarar

que estamos de acuerdo en que el proyecto se trate en la

sesión de mañana, pero como plazo fatal, porque debo

recordar a la Sala que esta iniciativa contiene

disposiciones de ley orgánica constitucional. Por lo tanto,

pido que se vote en la sesión de mañana.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Si le parece a

la Sala, se discutirá y votará en la sesión de mañana.

Acordado.

 

 

VIII. PROYECTO DE ACUERDO

 

RECONOCIMIENTO INTERNACIONAL DEL DERECHO A LA ALIMENTACIÓN.

(Vota-ción)

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Corresponde

tratar los proyectos de acuerdo.

El señor Prosecretario dará lectura al primero.

 

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Corresponde votar el

proyecto de acuerdo

Nº 419, que ya se discutió y cuyo texto figura en la sesión

10ª, del jueves 20 de junio pasado.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tal como me

señala el señor Prosecretario, el proyecto de acuerdo Nº

419 ya se discutió, por lo que sólo corresponde votarlo.

En votación.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 38 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 2

abstenciones.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Aprobado.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Allende (doña Isabel), Ávila, Aylwin (don Andrés),

Balbontín, Bayo, Ceroni, Dupré, Elgueta, Elizalde,

Errázuriz, Fuentealba, Girardi, González, Hernández,

Jocelyn-Holt, Letelier (don Felipe), Luksic, Makluf,

Martínez (don Gutenberg), Montes, Muñoz, Navarro, Ojeda,

Ortiz, Palma (don Joaquín), Pollarolo (doña Fanny),

Rebolledo (doña Romy), Reyes, Saa (doña María Antonieta),

Salas, Sota, Taladriz, Tohá, Vargas, Venegas, Viera-Gallo,

Villouta y Zambrano.

 

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Cantero y Longton.

 

 

IX. INCIDENTES

 

APLICACIÓN DE LA LEY DE DROGAS. Oficio.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En Incidentes,

tiene la palabra el honorable señor Viera-Gallo, para

plantear un punto de Reglamento.

Tiene la palabra Su Señoría.

 

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, en la sesión

10ª quedó pendiente la votación para enviar un oficio en

que se solicita a la Dirección General de Registro Civil e

Identificación, en nombre de la Cámara, la lista completa

de las sentencias recaídas en todos los juicios sobre

tráfico de drogas. La única forma de obtener esa

información es con la aprobación de un tercio de la Cámara,

es decir, 40 Diputados presentes.

Por eso, pido que, conforme al Reglamento, se proceda

a la votación para proceder al envío de ese oficio.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Como lo indica

el Diputado señor Viera-Gallo, quedó pendiente la votación

del oficio que solicitó en Incidentes de la sesión pasada.

Hubo acuerdo de la Sala de votarlo hoy, al inicio de

Incidentes.

En votación el envío del oficio.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 40 votos. No hubo votos por la negativa ni

abstenciones.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Aprobado.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Ávila,

Aylwin (don Andrés), Bayo, Caminondo, Cantero, Ceroni,

Correa, Chadwick, De la Maza, Dupré, Elizalde, Fantuzzi,

Gajardo, Galilea, Girardi, González, Jocelyn-Holt, Letelier

(don Felipe), Longton, Luksic, Makluf, Montes, Muñoz,

Navarro, Ortiz, Palma (don Joaquín), Pérez (don Víctor),

Pollarolo (doña Fanny), Rebolledo (doña Romy), Reyes, Saa

(doña María Antonieta), Salas, Sota, Tohá, Vargas, Viera-

Gallo, Villouta y Zambrano.

 

REINTEGRO DE FONDOS PREVISIONALES DEL INSTITUTO DE

NORMALIZACIÓN PREVISIONAL A LAS AFP. Oficios.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- El primer turno

corresponde al Comité del Partido Unión Demócrata

Independiente.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

 

El turno siguiente corresponde al Comité del Partido

Renovación Nacional.

Tiene la palabra el Diputado señor José García.

 

El señor GARCÍA (don José).- Señor Presidente, quiero

plantear dos temas.

El primero está relacionado con un número de personas

que, por diversas razones, ha debido traspasar sus fondos

previsionales desde el Instituto de Normalización

Previsional, INP, a su respectiva AFP.

He conocido situaciones de personas que en algún

momento de su historia previsional, en los últimos quince

años, firmaron su afiliación a una administradora de fondos

de pensiones, y aun cuando permanecieron con todas sus

cotizaciones en el antiguo sistema, les ha sido imposible

desafiliarse del nuevo para poder jubilar en el sistema

previsional anterior.

Estas personas deberán traspasar sus recursos

previsionales desde el INP a sus respectivas AFP. Pero ello

se hace en valores nominales, es decir, sin reajustes y sin

considerar la rentabilidad que estos fondos habrían tenido

en el nuevo sistema previsional, lo cual les ocasiona un

enorme perjuicio, porque, obviamente, el monto de la

pensión de jubilación que obtendrán es realmente mínimo y

no guarda ninguna relación con sus actuales remuneraciones.

Éste es un problema social, humano, que está afectando

a un número de personas, no sé si muchas, pero me parece

tremendamente injusto que si el INP recibió esos recursos

en forma oportuna, ahora que los debe reintegrar, no lo

haga debidamente reajustados y no considere la rentabilidad

promedio que habrían obtenido en el nuevo sistema de

pensiones.

Por lo tanto, solicito que se oficie a los Ministros

del Trabajo y Previsión Social, y de Hacienda, para

exponerles la situación que afecta a estas personas, con el

objeto de que se envíe rápidamente al Congreso un proyecto

de ley que permita, en caso de que se tengan que hacer

reintegros de recursos previsionales desde el INP a las

administradoras de fondos de pensiones, vayan debidamente

reajustados y, además, se considere un porcentaje o la

totalidad de la rentabilidad de los fondos de pensiones en

estos últimos años, para que puedan tener una pensión digna

y que guarde alguna relación con las remuneraciones que

actualmente perciben.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Se enviarán los

oficios solicitados por Su Señoría, acompañados de su

intervención para una mejor respuesta, con la adhesión de

los señores Diputados que así lo indican, de cuyos nombres

está tomando nota la Secretaría.

 

MANTENCIÓN DE PENSIÓN ASISTENCIAL A TRABAJADORES

DISCAPACITADOS. Oficio.

 

El señor GARCÍA (don José).- Señor Presidente, pido

que se oficie al Ministro de Planificación y Cooperación,

por lo siguiente.

Me ha correspondido conocer la rehabilitación e

inserción en la comunidad, de personas ciegas realizadas

por diversas instituciones. Como consecuencia de esa

acción, ya son varios los no videntes que se han

incorporado al campo laboral. Muchos de ellos están

trabajando y obtienen remuneraciones equivalentes al

ingreso mínimo. Sin embargo, ocurre que a muchas de estas

personas como a otros discapacitados que tienen pensión

asistencial, por el hecho de encontrar un trabajo,

inmediatamente les cesan el beneficio.

Me parece que el Estado está entregando estímulos

equivocados en estos casos, porque a la persona

discapacitada que realiza un enorme esfuerzo para

integrarse a la sociedad y trabajar, se la castiga al

quitarle la pensión asistencial. Creo que ése es un

profundo error, que necesariamente debemos rectificar.

Por eso, solicito que se oficie al Ministro de

Planificación y Cooperación para que las personas

discapacitadas que trabajan no pierdan su pensión

asistencial.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Se enviará el

oficio solicitado por Su Señoría, acompañado de su

intervención para una mejor respuesta, con la adhesión de

los Diputados que así lo indican, de cuyos nombres se está

tomando nota.

 

HOMENAJE A LA REPÚBLICA DE FRANCIA EN SU 207º ANIVERSARIO.

Oficio.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En el tiempo del

Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el Diputado

señor Carlos Caminondo, quien rendirá un homenaje a la

República de Francia por su próximo aniversario patrio.

 

El señor CAMINONDO (de pie).- Señor Presidente,

Honorable Cámara, hablar de cambios sociales en el mundo,

de nuevos conceptos humanistas, de reales oportunidades de

desarrollo personal y colectivo de la sociedad, es, sin

duda alguna, referirse a uno de los hitos más importantes

que marcan con señal indeleble el devenir histórico de la

humanidad. Me refiero a la Revolución Francesa.

Cuando hago alusión a tan importante acontecimiento,

ocurrido el 14 de julio de 1789, estoy reconociendo que

este hecho trascendental fue el nacimiento de una

mentalidad, de un nuevo enfoque a la vida común. Aquélla

era la época del despotismo, de la opulencia y de la

magnificencia en desmedro de los que no tenían acceso ni al

progreso ni a su propio desarrollo como personas.

Francia fue la cuna de las nuevas ideas. La valiente

osadía de los intelectuales de la época, más la decisión de

las diversas contingencias políticas de aunar voluntades

frente a una causa común, hicieron surgir en el espíritu

del pueblo las llamas vigorosas de la libertad, de la

igualdad y de la fraternidad.

He querido hacer un recuerdo de este importante

acontecimiento histórico, porque creo que hoy estamos

enfrentando a un mundo en el que los valores han ido

perdiendo vigencia poco a poco; en el que las disputas,

controversias y desacuerdos por cuestiones de fácil

resolución son el quehacer de cada día. Ahora, repito, es

cuando más necesitamos actualizar los conceptos de

libertad, igualdad y fraternidad, trilogía que sigue siendo

la base de toda democracia.

A lo largo de nuestra historia, innegables vínculos

culturales, políticos y económicos nos unen a Francia. En

lo cultural, la existencia de varios establecimientos

educacionales que dependen directamente de la Alianza

Francesa de París, y que son los encargados de mantener

vivo el espíritu de esa Francia inmortal.

En este sentido, resulta oportuno destacar la

aprobación por el Congreso Nacional del Convenio entre los

Gobiernos de Chile y Francia, cuyo objetivo es la creación

de centros culturales. Su misión esencial será contribuir

al incremento, entre Chile y Francia, de las expresiones

artísticas, educacionales y comunicacionales, especialmente

audiovisuales, la ciencia y la técnica.

En el plano comercial, el volumen del intercambio

entre nuestros dos países se ha más que duplicado en los

últimos años. De acuerdo con las cifras de la aduana

francesa, Chile es el tercer socio comercial de Francia en

América Latina, después de Brasil y Argentina.

Las exportaciones hacia el mercado francés no han

dejado de crecer, desde que se inició la recuperación de la

economía europea, con posterioridad a la crisis de 1991-

1992. Los embarques a ese mercado alcanzaron a 373.705

millones de dólares en 1994, y subieron a 505.273 millones

el año pasado. Más del 70 por ciento de las exportaciones

chilenas corresponden al cobre y sus derivados. Luego,

seguirían pasta química de madera, frutas, ostiones y

harina de pescado.

Paralelamente, las importaciones de productos

franceses han experimentado un alza apreciable en químicos

básicos, electrónica profesional, automóviles, máquinas y

aparatos mecánicos, materiales eléctricos, componentes

farmacéuticos, instrumentos y materiales de precisión.

Contamos, entonces, con nuevos impulsos que facilitan

los proyectos e inversiones que conciernen a empresas de

los dos países, por lo cual podemos concluir que la

presencia francesa en Chile y la chilena en Francia, es una

realidad.

El homenaje que hoy rendimos a Francia está sustentado

en lo que el pueblo francés, sus representantes y toda ella

legaron al mundo en bien de su futuro y de su crecimiento.

Señor Presidente, solicito que se envíe un oficio, en

nombre de la bancada de Renovación Nacional, felicitando a

la República de Francia en su nuevo aniversario y haciendo

votos por que se estrechen, cada vez más, los vínculos

entre nuestras naciones.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Se enviará el

oficio solicitado por Su Señoría, con la adhesión de todos

los Diputados presentes en la Sala.

 

IRREGULARIDADES EN MUNICIPALIDAD DE PEÑALOLÉN.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En el tiempo de

Renovación Nacional, tiene la palabra la Diputada señora

María Angélica Cristi.

 

La señora CRISTI.- Señor Presidente, junto al Diputado

señor Tomás Jocelyn-Holt, entregaríamos hoy antecedentes en

relación a hechos que inciden en la gestión del Alcalde de

la comuna de Peñalolén, señor Carlos Echeverría.

El señor Echeverría ha sido acusado recientemente de

una serie de irregularidades y está cuestionado por los

Tribunales de Justicia, a raíz de un dictamen de la

Contraloría General de la República que investigó la

rendición de fondos asignados por el Municipio a una

Corporación de derecho privado administrada por familiares

cercanos al Alcalde, cuyo resultado significó la

intervención de la justicia por falta de documentos

suficientes para comprobar en qué se habían gastado más de

30 millones de pesos, diez de los cuales había aportado la

DIGEDER para programas deportivos de la comuna. Hace pocos

días, el Consejo de Defensa del Estado se hizo parte en el

proceso.

Existe, por otra parte, una serie de situaciones sobre

las cuales hemos solicitado antecedentes a la Contraloría

General de la República. Por ejemplo, uso de recursos por

alrededor de 293 millones de pesos entregados a la

Corporación Cultural, y cuyas acciones en la comuna no

corresponden a esta alta subvención.

También hemos solicitado antecedentes que se refieran

a las Corporaciones de Educación y Salud, para conocer de

cualquier irregularidad en las contrataciones, a

honorarios, asesorías u otros.

Igualmente, solicité antecedentes sobre la compra y

arriendo de numerosos vehículos que usa la Municipalidad,

en particular de un barredor de calles a un costo de más de

40 millones de pesos, gasto innecesario si se considera la

gran cantidad de calles sin pavimento.

Más allá de las numerosas acusaciones y circunstancias

que en detalle entregará el Diputado señor Jocelyn-Holt, me

referiré a hechos de cotidiano quehacer, parte de las

actividades propias de un Alcalde, y que han sido

descuidadas. Básicamente tiene que ver con la gestión y

obligación del Alcalde, de trabajar en forma comprometida

con la comuna, ello sin duda considerando que

prioritariamente un Alcalde debe procurar el buen uso de

los recursos para atender a su comuna, que además son un

aporte de todos los chilenos.

En Peñalolén existe uno de los más altos índices de

jóvenes con problemas de alcohol, drogadicción, cesantía, y

una serie de otros problemas que les afectan.

Recientemente, el hijo de un conocido dirigente de la

comunidad se quitó la vida víctima de una depresión, de la

angustia, de la falta de oportunidades.

A esta vulnerabilidad que están expuestos los jóvenes

de nuestra comuna, se suma el grave hecho de que recién se

haya terminado la construcción de un edificio, parte del

programa de inversiones para combatir el consumo de drogas,

a un costo de 96 millones de pesos entregados por la

Intendencia de la Región Metropolitana, con el objeto de

prevenir la drogadicción, y un terreno de alrededor de 100

millones de pesos, instalándose en él un casino municipal y

nada de prevención. Desde el primer momento hubo

malversación de fondos malintencionada, ya que ello estuvo

perversamente planteado para lograr construir un centro

comunitario y no un lugar de prevención, a pesar de la

urgente necesidad.

Por ello, esta malversación es doblemente inaceptable.

Es muy distinto cuando por un error o urgencia se ocupan

recursos en un fin diferente al original, que cuando se

hace a sabiendas, desde un principio, que el destino de los

recursos no será ocupado para el objetivo asignado, como en

este caso. De hecho, de ello di cuenta desde la postulación

del Proyecto al propio Sr. Intendente y al Alcalde.

Frente a una denuncia que hiciera junto a un miembro

del Consejo Económico Social, el Alcalde decidió para

terminar "con los comentarios malintencionados", quitar una

oficina que había entregado a la Unión Comunal y al Comité

Económico Social. Es decir, más que iniciar un programa de

prevención de drogas en forma seria y responsable, como

debiera ser, tomó represalias contra los denunciantes.

Por otra parte, desde hace cuatro años, más de 800

familias del Campamento "Esperanza Andina" todavía no

encuentran respuesta a sus necesidades. En Arrieta y

Tobalaba, la entrada a la comuna, lo primero que se detecta

es un campamento construido casa a casa en el sector del

Canal San Carlos. Informado el Alcalde de la situación,

determinó que ese no era problema suyo, sino de la EMOS.

Desde hace dos años, quienes viven allí carecen de agua,

electricidad y condiciones sanitarias, con el riesgo de que

pueda contaminarse el agua potable que llega a la ciudad,

según lo expresado por esa Empresa.

Es lamentable que en una de las principales avenidas

de la comuna, justo a la entrada en Avda. Arrieta, exista

venta de áridos, falten luces e incluso se encuentren sin

pavimentar calles que acceden a la parte alta de la comuna.

Esta situación es muy peligrosa, con la agravante de que el

SERVIU ya habría entregado los recursos para hacer los

trabajos. Para una mejor precisión, se trata del área que

está frente al Parque de La Paz, ex Villa Grimaldi.

Asimismo existe un permanente reclamo de los vecinos

por la falta de aseo, situación que se ha tornado dramática

y que revela negligencia y descuido permanente. Los centros

abiertos están mal cuidados, la comuna se ve realmente

dejada de lado.

Si bien se ha hablado mucho de Peñalolén, ello ha sido

gracias al gran esfuerzo realizado en el pasado, para

motivar a la empresa privada para construir nuevos sectores

habitacionales; el propósito era crear una situación socio-

económica heterogénea, que atrajera mayores recursos y

fuentes de trabajo a la comuna, y aumentara los ingresos de

las familias más necesitadas. El sector más pobre, sin

embargo, está abandonado, carente de la preocupación y el

compromiso de las autoridades actuales.

Recuerdo otro caso digno de denunciar: a raíz del

aluvión de mayo de 1993, se destinaron muchos recursos para

las comunas afectadas, y esta gestión municipal hizo abuso

de esos fondos pues en Peñalolén alrededor de diez familias

fueron afectadas; sin embargo, clamaron necesidades igual

que las comunas de La Florida o de La Reina.

Podríamos citar innumerables omisiones y negligencia

de esta administración. Personalmente lo hago con mucho

dolor, porque me tocó fundar esa comuna y ser su primera

alcaldesa; se hizo un gran esfuerzo. La encontramos sumida

en la pobreza, pero logramos levantar su calidad de vida en

forma ostensible. Es lamentable que se haya estancado el

ritmo de crecimiento y desarrollo.

Ante esta situación, quiero recalcar un tema de la

mayor necesidad: "que los Diputados tengamos facultad para

fiscalizar a los Alcaldes". En respuesta a los numerosos

oficios en que he dado a conocer mi opinión o mi

preocupación al Alcalde respecto de estos temas, más de

alguna vez se me ha contestado que la decisión es de la

alcaldía y que los Diputados no tienen facultades

fiscalizadoras.

Por lo tanto, es necesario insistir en el proyecto

presentado por el Diputado señor Felipe Valenzuela, al cual

se han adherido más de 40 parlamentarios, para incorporar,

dentro de nuestras facultades establecidas en la

Constitución Política de la República, la de fiscalizar a

los Alcaldes, especialmente a los de nuestros distritos,

porque no puede ser que, a modo de ejemplo, ante la

situación denunciada como Diputada tenga las manos

amarradas para pedir la renuncia al Alcalde de Peñalolén

por grave abandono de sus funciones.

He dicho.

 

PRÁCTICAS MONOPÓLICAS EN TRANSPORTE AÉREO. Oficios.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En el tiempo del

Partido Socialista, tiene la palabra el Diputado señor

Francisco Encina.

 

El señor ENCINA.- Señor Presidente, con el Diputado

señor Pedro Muñoz queremos referirnos a una situación

preocupante que el miércoles pasado expusieron en la

Comisión de Obras Públicas los representantes del sindicato

de pilotos y técnicos de Lan Chile, sobre todo porque,

según ellos, afecta la seguridad aérea. Se trata de una

serie de prácticas antisindicales y presiones que se

ejercen a través de un monopolio aeronáutico.

En la actualidad, un mismo grupo es propietario de las

empresas Lan Chile, Fast Air y Control Arábico S.A. Es

decir, controla alrededor del 90 por ciento de la actividad

aéreo comercial del país.

Lo anterior, según los pilotos, se traduce en lo que

la Fiscalía Económica denomina "empresas dominantes", que a

lo largo de este año han ido configurando, en el hecho,

para todos los efectos laborales y sindicales, un

monopolio, ya que una misma política, emanada de una

instancia de decisión, establece el contenido de ella para

los tripulantes de vuelo de las empresas del grupo Cueto.

En los hechos, el empleador es uno solo.

El monopolio laboral se materializa en situaciones

como las siguientes: a un trabajador, a cuyo contrato se

pone término en una de las empresas, se le ofrece ser

contratado en otra, pero sujeto a condiciones diferentes e

inferiores a las que gozaba en la anterior. Además, se le

condiciona su contratación en la otra a la firma de un

convenio colectivo de trabajo, para evitar que se afilie al

sindicato existente y pueda, en el futuro, negociar a

través de éste.

En definitiva, los pilotos sostienen que la política

monopólica tiene graves efectos en lo concerniente a la

seguridad aérea. En efecto, tanto al sector de tripulantes

de vuelo como al personal auxiliar de cabina se integran

tripulantes de un vuelo en que hay personal con una misma

función, pero con remuneraciones y beneficios diferentes.

Varios Diputados planteamos nuestra preocupación en la

Comisión, ya que este intangible repercute en la seguridad

aérea.

En consecuencia, solicito que se oficie a los

Ministros del Trabajo y Previsión Social, y de Defensa

Nacional, para que la Dirección del Trabajo informe acerca

de los aspectos laborales involucrados, y la Dirección de

Aeronáutica Civil haga lo mismo respecto de la seguridad.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Se enviarán los

oficios solicitados por Su Señoría, con la adhesión de las

bancadas del Partido Socialista y del Partido por la

Democracia.

Tiene la palabra el Diputado señor Pedro Muñoz.

 

El señor MUÑOZ.- Señor Presidente, en el mismo orden

de ideas señaladas por el Diputado señor Encina, quiero

manifestar la preocupación de los Diputados que viajamos

constantemente por las rutas nacionales. Además, la

denuncia fue presentada en la Comisión de Trabajo, donde

los pilotos de Lan Chile señalaron claramente que existen

prácticas antisindicales en la empresa.

Sostuvieron que el hecho de que tengan un mismo

empleador da pie a los más arbitrarios atropellos al

derecho laboral y a abiertas prácticas antisindicales.

Incluso, en la carta que enviaron manifiestan que las

relaciones laborales entre ellos y la empresa están

bastante deterioradas. Dicen que están sometidos

constantemente a provocación, lo que les ocasiona una

situación de inestabilidad en la conducción de los aviones.

Agregan que en el establecimiento de diferentes

condiciones remuneracionales y de trabajo para pilotos que

no sólo cumplen una misma función, sino que integran una

misma tripulación de vuelo, se llega al extremo de que

hasta los viáticos para gastos de alimentación y de estadía

fuera de Santiago son diferentes, lo que crea una

artificial y odiosa discriminación entre ellos.

Indudablemente, estas cabinas de tripulación están

siendo manejadas por pilotos que pertenecen al sindicato de

Lan Chile como por los que vienen de Ladeco, quienes no

están sindicalizados y están suscribiendo convenios al

margen del Sindicato de Pilotos de Lan.

También me informan los pilotos de Lan Chile que la

exigencia que hace esta empresa a los pilotos que

pertenecían a Ladeco para firmar un convenio colectivo, que

tiene contenido y fecha diferente al instrumento colectivo

vigente con el Sindicato de Lan, configura una situación

extremadamente seria.

Por último, señalan que don Luis Ernesto Videla,

gerente general de Lan Chile, en reunión sostenida con el

sindicato el viernes 10 de mayo de 1996, les manifestó muy

claramente que mediante este convenio, la empresa contaría

con un grupo de pilotos para la eventualidad de una huelga

del Sindicato Lan Chile.

Esto significa que en una futura negociación colectiva

que realicen los pilotos de Lan, el legítimo derecho a

huelga se burlaría con la contratación de otro personal que

ha suscrito convenio con Lan Chile.

Estamos ante una práctica antisindical gravísima, que

atenta en contra de una seria y responsable organización de

pilotos, como es la que tiene en estos momentos Lan Chile,

lo que debe ser preocupación de sus trabajadores y también

de quienes formamos parte de esta Corporación.

Por tanto, los Diputados denunciantes, estimamos que

la Cámara, a través de las Comisiones de Transportes, y de

Trabajo, debe tener una constante preocupación por esta

situación, ya que atenta no sólo contra la organización de

los trabajadores, sino también contra la seguridad en los

vuelos.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Así se hará,

señor Diputado.

 

SEGURIDAD RURAL. Oficio.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En el tiempo del

Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el

Diputado señor Felipe Letelier.

 

El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente, si

bien en los últimos días el tema de la seguridad ciudadana

no ha sido el de moda, no es menos cierto que es de gran

preocupación nacional.

Al respecto, quiero hacer una diferencia entre lo que

es la seguridad ciudadana urbana -que es la más crítica y

la más difícil de controlar y de atacar- con la del sector

rural, que siempre está en desmedro respecto de la urbana,

pues existen ciertas actitudes discriminatorias en torno al

tema.

No es posible que en comunidades, las juntas de

vecinos, con algunos municipios

-porque cuentan con escasos recursos- tengan que hacer una

colecta o campañas financieras para disponer de algún medio

para transportarse. Puedo dar una decena de ejemplos en que

dos carabineros tienen que resguardar 800 kilómetros

cuadrados solamente con dos caballos.

No es posible que todos los recursos destinados a la

seguridad ciudadana se entreguen sólo a las grandes

ciudades. También los carabineros de las zonas rurales -y

quienes estamos en la Sala compartimos esto- requieren

contar con una dotación de vehículos para cumplir esa

función.

Si bien el argumento es que aún tenemos

-gracias a Dios- tranquilidad en los sectores rurales, no

debemos desconocer que es muy grande el esfuerzo que hace

Carabineros e Investigaciones. Especialmente me refiero a

los sectores de Tomeco y Río Claro -ambos pertenecen a la

comuna de Yumbel- donde en invierno y verano he visto el

sacrificio extraordinario de esas instituciones,

particularmente de Carabineros de Chile.

Por tanto, pido que, a través del Ministro de Defensa,

se oficie al Director General de Carabineros de Chile para

que estudie la posibilidad de que en los futuros

presupuestos estos sectores rurales -me refiero a la comuna

de Yumbel en particular- puedan contar con más vehículos

para que su trabajo sea más ágil y eficiente y que el

sacrificio que hace Carabineros se alivie.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Se enviará el

oficio solicitado por Su Señoría.

 

VISITA DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE DESARROLLO SOCIAL A

UNDÉCIMA REGIÓN. Oficios.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- En el tiempo del

Comité de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el

Diputado señor Zambrano.

 

El señor ZAMBRANO.- Señor Presidente, la Comisión

Especial de Desarrollo Social visitó la Undécima Región de

Aisén los días 20, 21 y 22 de junio. Viajamos los Diputados

señora María Angélica Cristi y los señores Ignacio

Balbontín, Sergio Correa y quien habla, integrándose a la

delegación el Diputado señor Valentín Solis.

La Comisión fue recibida por la Intendente señora

Silvia Moreno González, en reunión a la cual asistieron el

gobernador provincial de Aisén, señor Pedro Gutiérrez; el

gobernador provincial de Capitán Prat, señor Oscar Real; el

secretario ministerial de Serplac, señor Hernán Mladinic;

la jefa de gabinete del gobierno regional, señora Margarita

González, y el jefe del departamento social y cultural del

gobierno regional, señor Patricio Bastidas.

La señora Silvia Moreno hizo un detallado informe

sobre cómo se ha aplicado el plan de superación de la

pobreza en las comunas declaradas en extrema pobreza en la

región, resaltando que ella en Aisén tiene características

muy particulares, diversas a las de las zonas norte o

central del país.

Expresó que los dos principales factores que

contribuyen al aumento de la pobreza son el aislamiento y

la falta de acceso a la cultura, y que el índice de pobreza

en la región asciende al 28 por ciento.

Fuimos informados que las principales metas que el

gobierno regional pretende cumplir, a más tardar en el

2000, son las obras de alcantarillado, luz eléctrica, agua

potable, vivienda y pavimentación.

De igual manera se nos indicó que en Aisén y Coihaique

se han construido viviendas y que se pretende extender esta

iniciativa a otras localidades, lo que es muy importante,

porque la vivienda permite que las personas se organicen,

se hagan propietarios y que, por ende, se desarrollen los

procesos productivos.

Se nos hizo presente que en relación al plan de

superación de la pobreza, la secretaría regional de

planificación determinó dos comunas de extrema pobreza:

Cisnes y O’Higgins.

Manifestó que el programa de superación de la pobreza

no ha sido del todo exitoso como se esperaba,

principalmente por el extenso territorio que abarcan las

comunas mencionadas y las grandes distancias desde la

cabecera regional y las provincias; por la carencia de

recursos humanos y financieros de las municipalidades; por

la falta de planes de desarrollo comunales adecuados, y,

finalmente, por el bajo índice de actividad y la falta de

inversión del sector privado en la zona.

En esta reunión, el secretario regional ministerial de

planificación y cooperación, señor Hernán Mladinic, señaló

a la Comisión que la Undécima Región abarca un extenso

territorio -110 mil kilómetros cuadrados-, y que tiene una

población de 85 mil habitantes aproximadamente, el 50 por

ciento de ella se concentra en Coihaique, el 20 por ciento

en Aisén y el 30 por ciento en el resto del territorio.

Puntualizó que el índice de población rural es de un

28 por ciento y que el índice nacional de población rural

es de un 18 por ciento.

Manifestó que a mediados de 1995, se aprobó una

estrategia regional como marco orientador de la acción

pública y privada, que establece un conjunto de prioridades

y criterios.

En este contexto, explicó, se fijaron las siguientes

metas principales: la gestión eficiente de los recursos

públicos; la generación de decisiones coherentes,

unificadas e integradas; la determinación de dónde, cómo,

cuándo y con quién invertir. Agregó que los programas

apuntan principalmente a la integración regional; al

creciente aprovechamiento de los recursos potenciales; al

fomento productivo, al desarrollo social y a la superación

de la pobreza.

Debo señalar, tratando de resumir este informe, que a

esta Comisión solamente le fue posible hacer una visita en

terreno a una de las comunas declarada en extrema pobreza,

la comuna de Cisnes.

El gobernador provincial de Capitán Prat, señor Oscar

Real, nos manifestó que la provincia de Capitán Prat consta

de las comunas de Tortel, Cochrane y O’Higgins, y que esta

última tiene 9.500 kilómetros cuadrados de extensión, cuya

población se dedica primordialmente a la ganadería.

Nos explicó que el grave problema que aqueja a la

comuna de O’Higgins es el aislamiento geográfico, ya que

actualmente el acceso aéreo se limita a dos vuelos

quincenales y el acceso terrestre se encuentra condicionado

a la construcción de la ruta 7, cuyo término está

programado para julio de 1998.

Las comunas de Tortel, O’Higgins y Guaitecas presentan

el grave problema de no contar con el personal idóneo que

elabore los proyectos requeridos para superar la pobreza.

Viajamos 12 horas, ida y vuelta, para llegar a Puerto

Cisnes.

El viernes 21 de junio, a las 9.30 horas, en la sede

comunal de Cisnes, la Comisión sostuvo una reunión en la

sede comunal de Cisnes a la que asistieron los señores

Pedro Gutiérrez, gobernador provincial de Aisén; Dagoberto

Riffo, Alcalde de Cisnes; Juris Arre y Ortúzar, miembros

del concejo comunal; Hernán Mladimic, secretario regional

de planificación y coordinación; Patricio Bastidas, jefe

del departamento social y cultural del gobierno regional;

Orión Aramayo y Alejandra Quezada, arquitectos; y Mónica

Saavedra, abogada, pertenecientes al programa Servicio

País.

Las autoridades de la comuna hicieron presente que en

el tema de la superación de la pobreza las metas no deben

limitarse a entregar más recursos a los municipios, sino

que tratar de focalizarlos debidamente.

Se insistió en que las grandes distancias no hacen

posible una buena administración comunal.

Desde 1995 a la fecha, en Cisnes se han ejecutado

proyectos por una cantidad total de 128 millones 510 mil

pesos, y si bien el municipio tiene capacidad de inversión,

la gran extensión de la comuna constituye un obstáculo que,

a la postre, se traduce en un mayor costo de inversión en

cualquier proyecto.

Cabe destacar el extraordinario esfuerzo que han

desplegado en Puerto Cisnes los profesionales del Servicio

País, pero hay que recalcar que estas personas, pese a su

tesonera labor, no son suficientes y deberían incorporarse

muchos más profesionales calificados, como los que están

ejecutando labores en esa comuna.

El gobernador provincial de Aisén, señor Pedro

Gutiérrez, subrayó el aislamiento que aqueja a la zona no

sólo a nivel comunal, sino que también provincial y

regional. Sin embargo, agregó que es una zona con futuro,

cuyas metas sólo podrán cumplirse en la medida en que se

concrete la división política y administrativa de la misma,

de manera tal de contar con la creación de nuevas comunas

que permitan una mejor administración de ese extenso

territorio.

Ese mismo día nos reunimos con el comité comunal de

superación de la pobreza de la comuna de Cisnes.

Asistieron, además de las autoridades, los señores Hugo

Altamirano, Presidente del comité; Ortúzar y Juris Arre,

concejales de Cisnes, y Luis Coñuecar, consejero del

consejo regional.

El señor Hugo Altamirano, presidente del comité de

superación de la pobreza de Cisnes, señaló que el comité

comunal se ha organizado a través de comités locales que

van recogiendo las inquietudes y necesidades puntuales y

específicas de cada localidad.

Indicó que el municipio ha ejecutado una gran cantidad

de proyectos y que hay muchos presentados.

Por otra parte, manifestó que era primordial la

creación de una provincia y dividir a Cisnes en nuevas

comunas para lograr un avance efectivo en el combate contra

la extrema pobreza.

Expresó que los proyectos urbanos en la comuna han

mejorado, han aumentado las viviendas, y en materia de

educación, cuentan con un liceo que brinda una instrucción

adecuada.

Por último, señaló que el proyecto plan Aisén será un

instrumento clave en el combate a la extrema pobreza.

Para el señor Ortúzar, concejal de Cisnes, los temas

claves en materia de pobreza son: que la división político-

administrativa de la zona guarde relación con las

características naturales y geográficas del terreno; la

modernización de los municipios para que sean apolíticos y

altamente ejecutivos, y que se otorgue mayor autonomía al

alcalde.

Debería conferirse mayores facultades a los alcaldes

en lo que atañe a la designación de los funcionarios

municipales de planta, de manera tal que, por ejemplo,

pudieran contratar mayor número de profesionales del

Servicio País, pieza clave en el tema de la superación de

la pobreza.

En su opinión, es errada la política impulsada por el

actual Gobierno, a través del Ministerio de Bienes

Nacionales, de crear nuevos poblados en una serie de islas

aledañas a la zona, pues lo que corresponde, para utilizar

más eficientemente los recursos, es consolidar los pueblos

que ya existen en la zona continental, como por ejemplo,

Raúl Marín Balmaceda, la Junta, etcétera.

Por último, señaló que debe existir mayor apoyo en el

área productiva.

Por su parte, el señor Luis Coñuecar Lagos, consejero

del consejo regional, señaló que el tema de la educación es

vital para superar la pobreza. Cree que la ley de

subvención escolar debería modificarse, aumentar

substancialmente este beneficio y hacerlo extensivo a las

escuelas rurales que actualmente se financian con recursos

provenientes del municipio, con el evidente desmedro que

éste sufre, lo cual le impide realizar otras inversiones.

Asimismo, se debe fortalecer la enseñanza técnico-

profesional, ya que precisamente por esta carencia no habrá

disponibilidad de mano de obra calificada para las

industrias que se instalen en el futuro.

Finalmente, indicó que la ley de pesca no contiene

normas aplicables a los establecimientos educacionales.

El señor León Abarca, presidente del centro de padres

de La Junta, recalcó que la división político-

administrativa del territorio es la base para solucionar

los problemas derivados de la pobreza, como son la falta de

hospital, de agua potable, etcétera.

Por su parte, la señorita Alejandra Quezada,

arquitecta del Servicio Chile País, señaló que el Gobierno

debe cesar en entregar ayuda meramente asistencial mediante

proyectos que dan una solución parche. Debe existir

planificación, invertir en proyectos de envergadura y poner

énfasis en las soluciones de vivienda y educación.

La señora Rosa Cárdenas, presidenta del centro de

padres de La Junta, expresó que el colegio cuenta con

doscientos alumnos, que carecen de agua potable, y cuyo

internado no dispone de camas ni de calefacción.

Con posterioridad, la Comisión hizo una visita a

terreno, constituyéndose en el liceo de Cisnes, en donde se

desarrolla un programa de tratamiento de salmón ahumado

para venta nacional y para exportación, el cual aún no

cuenta con la autorización sanitaria pertinente ni con la

aprobación del Sernap.

El liceo tiene un moderno laboratorio. Los alumnos son

internos y provienen de diferentes localidades de la

comuna. Sólo se reúnen con sus respectivas familias durante

las vacaciones, ya que sus padres no los pueden visitar,

por falta de recursos.

Por último, la Comisión concurrió a una población de

viviendas construidas y recién terminadas, de acuerdo con

el plan PET.

El sábado 22, a las 9.00 horas, en dependencias de

Hotelsa de Coihaique, la Comisión sostuvo un encuentro con

el Comité de Defensa y Desarrollo de Aisén, cuyos

representantes denunciaron los principales problemas que

aquejan a la Región y formularon una serie de sugerencias

al proyecto plan Aisén.

Posteriormente, la Comisión efectuó una conferencia de

prensa, a la cual asistieron los señores Justo Beroiza, de

radio Santa María; Joaquín Real, de radio Cooperativa;

Hernán Ríos, de radio Minería; Osvaldo Villarroel, de radio

Ventisqueros; Hugo Araya, de radio Patagonia Chilena y

diario El Divisadero; Héctor Quelim, de canal 3 y diario El

Divisadero, y Marcos Correa del diario de Aisén.

En dicha oportunidad, los Diputados miembros de la

Comisión, dieron respuesta a una serie de consultas

formuladas en torno de la situación de pobreza en que se

encuentran las comunas de Cisnes y O’Higgins, como

asimismo, acerca de una serie de inquietudes planteadas en

relación con el plan Aisén.

Finalmente, solicito que la Cámara envíe oficios a la

señora intendente regional, a los gobernadores de las

provincias de Aisén y Capitán Prat, y al alcalde de la

comuna de Cisnes, para agradecerles la buena disposición

con que recibieron a la Comisión Especial de Desarrollo

Social de la Cámara durante su visita a la capital regional

y a la comuna de Cisnes, donde se les otorgó toda clase de

facilidades para llevar a cabo el trabajo en terreno que

realiza a lo largo del país.

He dicho.

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Señor Diputado,

se enviarán los oficios de agradecimiento con la

transcripción de su intervención y con la adhesión de los

Diputados señores Solís, Cardemil, Ferrada, Ortiz y Aguiló.

 

RECONOCIMIENTO POR CREACIÓN DE COMUNA DE CHIGUAYANTE.

NECESIDADES INMEDIATAS. Oficios.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Diputado señor Ortiz.

 

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, ¿cuántos minutos

quedan?

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tres minutos.

 

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, el viernes 28 de

junio de este año se publicó en el Diario Oficial la ley Nº

19.461, que crea la comuna de Chiguayante, anhelo

largamente esperado por los chiguayantinos que hace 59 años

tuvieron la misma posibilidad, pero que no se concretó por

efecto de la situación política de la época.

¿Por qué expreso esto? Hace algunos días el Comité pro

creación de esa comuna rindió un homenaje a los

parlamentarios que hicimos posible el proyecto de ley. Es

justo que en el momento de los triunfos se reconozca la

tarea que uno hizo al interior del Poder Legislativo, pero

también y la de quienes, al final, contribuyeron a que la

iniciativa se convirtiera en ley de la República.

Solicito, por su intermedio, que se oficie, en mi

nombre y en el de todos los habitantes de Chiguayante, al

Presidente de la República, don Eduardo Frei Ruiz-Tagle, y

al Ministro del Interior, don Carlos Figueroa Serrano, para

agradecerles el hecho de que con su firma rubricaron el

proyecto de ley que ahora es ley. Ello posibilitará que el

27 de octubre de este año se elija al primer cuerpo de

concejales de Chiguayante que asumirá el 6 de diciembre.

Pido también que se oficie a la Ministra de Justicia,

señora Soledad Alvear, para que se considere, ya sea en

1997 o en 1998, la creación de una notaría en la comuna de

Chiguayante.

Asimismo, que se oficie al señor Ministro de Defensa,

y, a través de él, al señor General Director de

Carabineros, para que se estudie la posibilidad de ampliar

la comisaría que existe actualmente en Chiguayante, porque

con la creación de la comuna es muy importante para la

seguridad ciudadana que aumente su dotación, como también

los medios de locomoción.

Recibí respuesta del presidente del Banco del Estado a

una petición anterior que hice en mayo para que se creara,

a lo menos, una oficina auxiliar de ese banco en la comuna

de San Pedro de la Paz en ese momento, y ahora en la comuna

de Chiguayante, quien me expresa que se están haciendo los

estudios de pre-factibilidad al respecto.

Quiero reiterar ese oficio, en el sentido de que es de

justicia, y necesario para el desarrollo de la comunidad,

crear por lo menos una caja auxiliar en San Pedro de la Paz

y Chiguayante. En esa forma ayudaremos específicamente al

progreso de esas comunas, que comenzarán a funcionar el 6

de diciembre, lo cual significará un mejor nivel y calidad

de vida para sus ciudadanos.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Se enviarán los

oficios solicitados por Su Señoría, con la adhesión del

Diputado señor Ferrada.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la

sesión.

 

-Se levantó la sesión a las 14.06 horas.

 

 

 

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

 

